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INTRODUCCIÓN

El tema del refugio no ha sido ajeno en Latinoamérica y un ejemplo de ello es su participación en diversas convenciones regionales y mundiales. Varios de los países latinoamericanos, y entre ellos el Ecuador, han suscrito los documentos sobre refugiados como el obtenido de la Convención sobre el Asilo, de La Habana, 1928; el de la Convención sobre Asilo Político (1933); el Tratado sobre Asilo y Refugio Político (1939); el de la Convención de Ginebra (1951) y su protocolo (1967); el de la Convención sobre Asilo Territorial, Caracas (1954); el de la Declaración de las Naciones Unidas sobre Asilo Territorial (1967); el de la Declaración de Cartagena sobre Refugiados (1984); el de la Declaración de San José sobre refugiados y personas desplazadas (1994); el de la Declaración de Tlatelolco sobre acciones prácticas en el derecho de los refugiados en América Latina y el Caribe(1999); la Declaración de Río de Janeiro sobre la institución del Refugio (2000); la Declaración de Quito sobre migraciones, democracia, desarrollo y derechos humanos (2000); la Declaración y Plan de Acción de México para Fortalecer la Protección Internacional de los Refugiados en América Latina (2004), entre los más importantes.


En nuestro continente, desde el inicio de su emancipación colonial, se ha practicado tanto el asilo territorial como el denominado asilo diplomático. El asilo territorial entendido como “el ejercicio del derecho de jurisdicción de los Estados, de su competencia exclusiva en relación con los habitantes perseguidos por autoridades extranjeras” (Torres Gigena, Carlos, pp. 24) ha sido el más utilizado a nivel mundial. Efectivamente, “el asilo territorial se orienta en Europa a la protección del perseguido político. Con ocasión de las Guerra Civil Española en los años 1936 a 1939, algunos países europeos reconocieron el derecho de Asilo” (Larenas Serrano, Galo, pp. 60).


Por otra parte, el Asilo Diplomático ha sido considerado por algunos tratadistas como un aporte de América Latina al Derecho Internacional (Larenas Serrano, Galo). En la Convención sobre Asilo, que fue llevada a efecto el 20 de febrero de 1928, señala en su artículo 2: “El asilo de delincuentes políticos en Legaciones, navíos de guerra, campamentos o aeronaves militares será respetado en la medida en que, como un derecho o humana tolerancia, lo admitieren el uso, las Convenciones o las leyes del país de refugio y de acuerdo con las disposiciones siguientes…” (Convención sobre el Asilo, La Habana 1928)


América Latina ha sido una fuente enriquecedora en el tema de asilo y para el Derecho Internacional de los Refugiados. Cabe tomar en consideración que a partir de la Convención de Ginebra de 1951 se asimila el término de refugio y asilo territorial. En este sentido, Galo Larenas, cuando se refiere a dicha convención, señala que “es quizás a partir de la denominación de “Refugio” cuando comienza a emplearse, posteriormente, el término de refugiado” como sinónimo de asilado territorial” (Larenas Serrano, Galo, pp. 66).


Esta evolución no solo está presente en la conformación de la normatividad internacional sobre el refugio, sino también en su concepción teórica. En un principio se consideraba que era el Estado, en un acto dadivoso y tomando en cuenta la base jurídica de su soberanía, el que otorgaba el refugio. La capacidad del estado para otorgar asilo se refería, en un inicio, “al principio de la soberanía del Estado como fuente jurídica de donde nace la jurisdicción sobre sus súbditos” (Larenas Serrano, Galo, pp. 67). Posteriormente este concepto va evolucionando y pasa de ser “un aporte generoso del Estado o de la comunidad internacional a la persona que necesita de él. Se trata de un derecho humano exigible” (Larenas Serrano, Galo, pp. 67).


En este sentido es fundamental destacar que para la suscripción de la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 10 de diciembre de 1948, la noción de que el refugio y asilo son derechos innatos del hombre se ve reflejada en el artículo 14 que dice:

“Artículo 14.-

1.
En caso de persecución, toda persona tiene derecho a buscar asilo, y a disfrutar de él, en cualquier país.

2.
Este derecho no podrá ser invocado contra una acción judicial realmente originada por delitos comunes o por actos opuestos a los propósitos y principios de las Naciones Unidas.” (http://www.un.org/spanish/aboutun/hrights.htm)

EVOLUCIÓN DEL REFUGIO EN ECUADOR

El Ecuador se ha caracterizado por haber participado en todas las iniciativas señaladas anteriormente y no solo se ha limitado a colaborar en el ámbito normativo y de concepto, sino que también ha cumplido sus compromisos internacionales a cabalidad. A continuación se detalla los principales momentos que destacan a nuestro país como receptor de refugiados.

Años 50: “Hubo un precedente de amplia aceptación de ciudadanos guatemaltecos en la década de los cincuenta, luego de la caída del Gobierno del coronel Jacobo Arbenz Guzmán en 1954” (Project Councelling Service, pp. 75)

Años 70: “Ecuador, durante la década de los años setenta, pese a que también vivió bajo regímenes dictatoriales, a diferencia de otros países de la región no registró dictaduras genocidas ni explosiones sociales graves, y tampoco sintió un impacto mayor de las crisis cíclicas económicas, ya que la bonanza petrolera de la época le permitió cierta estabilidad social y económica. En consecuencia, ese era un contexto favorecedor para que ciudadanos de otros países suramericanos se acogieran al estatus de refugiados en el país” (Project Councelling Service, pp. 75)

Años 90 en adelante: “Ecuador es el país receptor de mayor afluencia de refugiados en toda la región andina; siguiendo la tradición que se inició principalmente con la recepción de ciudadanos migrantes de los países del Cono Sur, en tiempos de las dictaduras militares de la región” (Project Councelling Service, pp. 75)

Actualmente: En los últimos años la implementación del Plan Colombia y sus consecuencias hacen que el Ecuador sea el país sudamericano que mayor cantidad de refugiados recibe. La situación en Colombia es sumamente compleja, “Hoy en día, el número de personas muertas y desaparecidas por razones sociopolíticas se acerca a las 8.000 cada año. Así pues, cada día mueren o son desaparecidas aproximadamente veinte personas en Colombia” (Gallón Giraldo, Gustavo, pp. 159). Por estos motivos muchos colombianos buscan en otros países, y especialmente entre los vecinos, que se les asegure su vida y libertad.


El Ecuador se ha caracterizado por cumplir ante la comunidad internacional con sus obligaciones en el tema de refugio; sin embargo el Estado ecuatoriano ha tenido un proceso lento de involucramiento  en el procedimiento para determinar la condición de refugiado. Hasta antes de 1976 era la Cruz Roja Ecuatoriana la encargada de recibir y tramitar las solicitudes de asilo: “El CPR trabajó inmediatamente desde su fundación en 1976, pues tomó a su cargo todas las solicitudes de asilo que, hasta ese momento se tramitaban a través de la Cruz Roja Ecuatoriana” (ACNUR – Conferencia Episcopal Ecuatoriana, pp.42).


El 11 de marzo de 1976 se suscribió un acuerdo entre el ACNUR y la Conferencia Episcopal Ecuatoriana, en virtud del cual se crea el Comité Pro Refugiados, conocido como CPR, como una agencia ejecutora de los programas del referido organismo internacional y cuya finalidad es colaborar en el tema de refugiados con el Gobierno ecuatoriano. “El convenio de 1976 estipulaba que el Comité fuera el representante del ACNUR en Ecuador. Por tanto, debía asumir la responsabilidad de complementar el trabajo del gobierno ecuatoriano en la atención oportuna y eficaz a los refugiados, en concordancia con la Convención de 1951 y el Protocolo de 1967, respectivamente” (ACNUR – Conferencia Episcopal Ecuatoriana, pp.40).


En esta época el procedimiento para la determinación del estatus de refugiado era sumamente lenta y complicada, “Se iniciaba con una entrevista realizada por la directora (del CPR), una trabajadora social o un abogado. Luego, se aplicaba a los solicitantes un cuestionario y se elaboraba un informe que era sometido al estudio del asesor jurídico, quien daba su opinión sobre la posible calificación o no del solicitante. Esta documentación era enviada para su análisis a las dependencias del ACNUR en Perú, debido a que la agencia no contaba aún con oficinas en el Ecuador. Por último, se transferían las solicitudes al Ministerio de Relaciones Exteriores que las sometía a discusión en una comisión interinstitucional, conformada por delegados del gobierno, Inteligencia Militar, Policía de Migración y la Conferencia Episcopal Ecuatoriana” (ACNUR – Conferencia Episcopal Ecuatoriana, pp.43).


El 6 de mayo de 1992 el Gobierno del Ecuador, emitió el Decreto Ejecutivo 3301, mediante el cual se busca poner en práctica las medidas conducentes a la cabal aplicación de los compromisos internacionales asumidos mediante la adhesión del Ecuador a la Convención  de 1951 y al Protocolo de 1967. Este cuerpo legal, que se mantiene vigente hasta la fecha, determina una definición ampliada de lo que es, para el Ecuador, un refugiado, al señalar que los requisitos necesarios para reconocer a una persona como tal son los que constan en la Convención y también en la Declaración de Cartagena de 1984; asimismo, allí se señala un procedimiento claro y específico de cómo se determinará la condición de refugiados; y, se establece una nueva conformación de la Comisión encargada de la determinación de la condición de refugiado, entre las modificaciones más importantes.


En el año 2000, dependiente de la Dirección General de Derechos Humanos, se instala en el Ministerio de Relaciones Exteriores la Oficina de Refugiados y, a través de esta instancia, el Gobierno del Ecuador inicia su involucramiento en todas las etapas del proceso de determinación de la condición de refugiado, desde la solicitud, pasando por el análisis y terminando en la determinación de la condición de refugiado. Hasta esa fecha era el CPR el encargado de conocer y tramitar las solicitudes de refugio y el Estado, en reunión de la comisión, recibía los informes del CPR y aceptaba o negaba los casos. Cabe señalar que la señora Rosario Chipantiza, primera Directora del CPR señaló “el Ministerio de Relaciones Exteriores no rechazó ninguno de los casos enviados durante su período de gestión” (ACNUR – Conferencia Episcopal Ecuatoriana, pp.43).


Hasta diciembre de 2006 el CPR, el ACNUR y el Ministerio de Relaciones Exteriores del Ecuador podían recibir las solicitudes de refugio; el CPR y el Ministerio de Relaciones Exteriores se encargaban de efectuar las entrevistas y elaborar los informes que posteriormente se ponían en conocimiento de la Comisión para que se adopte la decisión de otorgar o no la condición de refugiado.


En enero de 2007 sucedieron dos situaciones de gran importancia: el Ministerio de Relaciones Exteriores pasó a ser la única institución encargada de conocer las solicitudes de refugio, efectuar las entrevistas y emitir los criterios que son presentados a la Comisión para su decisión. El ACNUR colabora actualmente con sus oficinas en provincias para recibir las solicitudes de refugio, pero es el Estado ecuatoriano el que, a partir de esa fecha se encarga de manera cabal del procedimiento de determinación de la condición de refugiado.


El segundo hecho de importancia en el presente año ocurrió el 13 de julio, fecha en la cual se publicó en el Registro Oficial No. 126, el Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos del Ministerio de Relaciones Exteriores, donde se crea la Dirección General de Refugiados elevando el rango de la unidad administrativa de la Cancillería ecuatoriana encargada del procedimiento para la determinación de la condición de refugiados.

DESAFÍOS EN LA IMPLEMENTACIÓN DEL REFUGIO EN EL ECUADOR

Los desafíos y los problemas en la implementación del refugio tienen varios puntos de vista. Por una parte existen los desafíos generales a nivel mundial; por otro lado están los problemas y desafíos desde el punto de vista de la sociedad civil; y, finalmente los desafíos desde la perspectiva del Estado. En el caso de los desafíos generales a nivel mundial, éstos son elaborados y determinados por las oficinas que el Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados tiene en los diferentes países del mundo; en tal sentido, se tomarán en consideración dicha determinación y se señalará cuál es la situación del Ecuador en cada uno de los desafíos. Por otra parte, Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales, FLACSO, como parte de la sociedad civil ha elaborado un estudio de septiembre de 2007 en el cual se señalan cuáles son los problemas de nuestro país para enfrentar el tema del refugio. Finalmente, la misma Dirección General de Refugiados del Ministerio de Relaciones Exteriores ha identificado falencias en el procedimiento para la determinación de la condición de refugiado. En resumen, se presentarán los problemas y desafíos elaborados y determinados por el ACNUR, la FLACSO y el Ministerio de Relaciones Exteriores; y, posteriormente, se efectuará una explicación desde la perspectiva del Gobierno ecuatoriano sobre cada uno de ellos.

PROBLEMAS Y DESAFIOS A NIVEL MUNDIAL
Refoulment y cierre de fronteras: “Pese al bien arraigado carácter de este principio, en los últimos años se han producido muchos casos en los que los solicitantes de asilo han sido rechazados en las fronteras o expulsados por la fuerza a países donde su seguridad no estaba garantizada” (ACNUR, pp. 33).


En el caso del Ecuador existe un gran respeto a la no devolución a los solicitantes y refugiados reconocidos por el Estado. De manera general las autoridades de control, cuando detienen a una persona que aduce haber sido reconocido con el estatus de refugiado y no cuentan con documentación que lo acredite, se comunican con la Dirección General de Refugiados del Ministerio de Relaciones Exteriores con la finalidad de confirmar la referida aseveración. Si la persona detenida es un solicitante o un refugiado reconocido no es expulsada de nuestro país.


Respecto al rechazo en fronteras cabe señalar que gracias a los acuerdos internacionales vigentes no existe esta situación. De hecho, durante el 2007 el Ecuador recibió 2 desplazamientos grandes de colombianos cuya finalidad era hacer conocer sobre la difícil situación que vivían en su país de origen. Esta situación fue analizada a nivel gubernamental y se decidió conversar con las personas desplazadas, haciéndoles notar que no cumplían con los requisitos determinados para refugiados y que el territorio ecuatoriano no podía ser utilizado para manifestaciones políticas en contra de ningún otro estado. Se informó a estas personas que podían movilizarse por el territorio ecuatoriano si venían en calidad de turistas o comerciantes; que quienes quisiesen solicitar refugio podían acercarse a la Oficina correspondiente a hacerlo; y que, las personas que lo deseen, retornen de manera voluntaria a su país de origen. Los ciudadanos colombianos comprendieron los motivos expuestos y el Gobierno del Ecuador ofreció todas las facilidades para el retorno voluntario de estas personas.

Restricciones al acceso: “Los requisitos referentes a los pasaportes y los visados no son ni mucho menos el único método empleado para obstaculizar o limitar el acceso de los solicitantes a potenciales países de asilo. Durante las dos décadas pasadas, muchos países han impuesto sanciones a compañías aéreas y otras empresas internacionales que trasportan viajeros indebidamente documentados, estrategia que ha obligado a aquéllas a implantar sus propios controles y verificaciones” (ACNUR, pp. 36)


Estos casos podrían tener cierta relación con el punto anterior de devolución al país donde sufre persecución, contraviniendo el principio de no refoulment. “En algunos casos, el resultado de estas medidas es que se rechaza la admisión y se expulsa ala gente a un país donde peligra su seguridad, con lo que se viola el principio de non refoulement” (ACNUR, pp. 37)


Desde su adopción en el año 2004, el hecho de que las autoridades ecuatorianas exijan la presentación de un certificado de antecedentes penales ha sido motivo de crítica y ha sido calificada como una práctica restrictiva para las personas que buscan refugio. Cabe hacerse notar que esta decisión fue tomada de manera bilateral luego de una reunión bilateral mantenida por los Presidentes y obedeció a un momento político determinado en el Ecuador.


En los actuales momentos muchos sectores en el Ecuador han solicitado la eliminación del pasado judicial como documento obligatorio para que los colombianos ingresen a nuestro territorio. Esta exigencia ha sido considerada incluso como discriminatoria en contra de estas personas. Sin embargo, aún es exigido por las autoridades de control migratorio, a pesar de que es importante señalar que el mismo Consejo Consultivo de Política Migratoria ha aceptado la interposición de algunas excepciones para facilitar el paso en situaciones especiales.

Intercepción (llegadas por mar): “Las llegadas por mar han llegado a ser habituales en el Caribe, el sur del Pacífico y el Mediterráneo, lo que nos lleva a prestar atención al asunto de la intercepción y el rescate en el mar. La llegada de solicitantes de asilo en embarcaciones plantea la cuestión de las obligaciones de los países con respecto a los refugiados, la libertad de navegación y el control de fronteras costeras” (ACNUR, p. 40)


Este tipo de limitaciones jamás han sido instauradas en el Ecuador.

Acogida y detención: “En ciertos países en vías de desarrollo, los refugiados suelen llegar a regiones fronterizas del país de asilo alejadas y aisladas, donde los recursos escasean y los organismos gubernamentales, las agencias internacionales y las ONG tienen una presencia limitada, y donde la población local se gana la vida a duras penas. Muy a menudo, los refugiados que atraviesan una frontera para huir del caos de su país se encuentran en zonas donde apenas existe el imperio de la ley y que se caracterizan por elevados niveles de criminalidad, delincuencia, disturbios sociales y violencia política” (ACNUR, pp. 42)


La frontera colombo – ecuatoriana tiene alrededor de 680 kilómetros de extensión y una gran parte de ella es selvática. En los sectores oriental y occidental de la línea de frontera el acceso se torna sumamente difícil. 
El sector de Sucumbíos, en la frontera con el departamento de Putumayo en Colombia, fue en una época una de las regiones más conflictivas y violentas del Ecuador. Sin embargo, en los últimos años, por la implementación de planes de control, se ha logrado controlar la delincuencia y la violencia con gran éxito. 


Por otra parte el Estado ecuatoriano está interesado en mejorar las condiciones de vida de las personas que residen en las provincias fronterizas del norte, por lo que  lanzó el Plan Ecuador. “El Plan Ecuador es una política del Estado ecuatoriano que concibe a la seguridad humana como el resultado de la paz y el desarrollo. Tiene tres ejes: 1) consolidar la seguridad y una cultura de paz centradas en el ser humano, la satisfacción de sus necesidades y la potenciación de sus capacidades y libertades; 2) mantener una política de relaciones internacionales equitativa y solidaria; y 3) afirmar una política de defensa basada en la protección de la población, de los recursos naturales, del patrimonio nacional y el control efectivo de su territorio” (http://www.mmrree.gov.ec/mre/documentos/pol_internacional/plan_ecuador/plan_1.htm). De esta manera se busca que a través del desarrollo humano se reduzcan los problemas en esa zona del país.

Identificación, inscripción y documentación: “Allá donde los trámites de inscripción son débiles o ineficaces, las repercusiones prácticas pueden ser graves. Los refugiados no inscritos o indocumentados corren el riesgo de sufrir arresto, detención, deportación, pueden ver denegada la ayuda material en lo relativo a comida, agua, refugio y asistencia médica, y no beneficiarse de las actuaciones de localización y reunificación familiar que normalmente se establecen tras las ayudas de emergencia a refugiados” (ACNUR, pp. 44).


Los solicitantes de refugio y los refugiados reconocidos que residen en las ciudades de Quito y Cuenca no tienen este tipo de complicaciones. Las Oficinas de la Dirección General de Refugiados en esas dos poblaciones cumplen a cabalidad con la emisión y la entrega documentación a favor de esta población vulnerable.


El problema se presenta en provincias. La falta de acceso a la población solicitante de refugio será analizada posteriormente, pero constituye una gran debilidad por parte del Estado ecuatoriano.

Determinación del Estatuto: “Pero en situaciones en que los solicitantes de asilo llegan en pequeño número y a lo largo de períodos más prolongados, se exige a éstos que pasen por un proceso de determinación de estatuto de refugiado en el que se evalúa la necesidad de su protección internacional. En ciertos países, estos trámites han alcanzado un grado relativamente elevado de sofisticación, rigor e imparcialidad. Sin embrago, en muchos casos, el proceso se sigue caracterizando por limitaciones y puntos débiles” (ACNUR, pp. 44)


El procedimiento llevado a cabo en Ecuador, si bien presenta algunas deficiencias, ha sido reconocido por la comunidad internacional como uno de los mejores a nivel mundial. Durante el año 2007 el nivel de coincidencia del Estado ecuatoriano y el ACNUR llegó al 98%. Esto refleja que la labor de la Dirección General de Refugiados se enmarca en los estándares internacionales.

Derechos restrictivos: 

Libertad de movimientos: “…A menudo los refugiados están confinados en campamentos u otras áreas designadas al efecto, que sólo pueden abandonar con una autorización especial. Si no acatan estas normas, se arriesgan a recibir multas o incluso a que se dicten sentencias penales contra ellos.” (ACNUR, pp. 47)


Desde siempre la política del Gobierno del Ecuador ha sido que los refugiados se integren a la sociedad sin ningún tipo de limitaciones. En tal sentido, en el Ecuador no existen campamentos en los cuales las personas que solicitan o que han sido reconocidas como refugiados sean confinadas.

Derechos civiles y políticos: “En muchas situaciones, a los refugiados se les prohíbe participar en actividades políticas, desde celebrar reuniones numerosas a crear sus propias asociaciones y organizaciones” (ACNUR, pp. 47)


Como política de estado se ha determinado que el territorio del Ecuador no puede ser utilizado para protestar en contra de otro estado o gobierno. En tal sentido, salvo esa limitación, los solicitantes y refugiados reconocidos por el Gobierno del Ecuador tienen plena libertad de asociación; de hecho, existen al menos dos asociaciones reconocidas conformadas en su gran mayoría por ciudadanos colombianos que ostentan la calidad de refugiados, una de ellas se denomina ARCOE, Asociación de Refugiados Colombianos en Ecuador.

Derechos legales: “Los refugiados en países en vías de desarrollo a menudo carecen de un estatus legal claramente definido, no disfrutan de derechos de residencia a largo plazo, y no tienen perspectivas de conseguir la nacionalización en el país de asilo” (ACNUR, pp. 47)


De conformidad con el artículo 12 de la Ley de Extranjería, la visa de refugiado está plenamente identificada pero se otorga de manera temporal a personas consideradas como “no inmigrantes”. “Considérase no inmigrante a todo extranjero con domicilio en otro Estado que se interna legal y condicionalmente en el país, sin ánimo de radicarse y con los motivos que en cada categoría se determinan a continuación: … IV.-Personas desplazadas como consecuencia de guerras o de persecuciones políticas en su país de origen, para proteger su vida o libertad, y sus familiares más cercanos” (Ley de Extranjería)


Sin embargo, el Decreto Ejecutivo 3301 permite obtener la nacionalización de los refugiados: “Artículo 31o - A las personas que hayan residido al menos tres años consecutivos con visa de refugiado en el Ecuador, se les dará todas las facilidades para obtener una visa de residencia indefinida y para gestionar su naturalización.”

Derechos socioeconómicos: “Otro derecho que se niega a muchos refugiados es la capacidad para realizar actividades agrícolas, que les permite entrar en el mercado de trabajo, no pueden conseguir préstamos, y las restricciones a su libertad de movimiento les impiden dedicarse al comercio” (ACNUR, pp. 47)


De todos estos derechos que en algunos casos son limitantes para los refugiados, en el Ecuador el único que se presenta es el hecho de no poder conseguir préstamos. Sin embargo, esto no está determinado por ninguna ley, sino que queda a criterio de la política crediticia de la entidad financiera la capacidad para otorgar o no un préstamo. La mayoría de estas entidades son de la noción de que al ser personas con estatus migratorio temporal, es imposible reconocerles como sujetos de crédito.
Libertad de elección: “Los refugiados que viven en campamentos se encuentran a menudo bajo el control de líderes políticos y militares de su comunidad. Esta situación supone otra limitación a su capacidad para ejercer los derechos humanos básicos, entre ellos el de regresar a su país de origen el momento que así lo decidan” (ACNUR, pp. 47)


Como quedó señalado anteriormente, en Ecuador no existen campamentos para refugiados y es política de Estado el permitir que los solicitantes y refugiados se incorporen a la sociedad ecuatoriana sin limitaciones de movilidad dentro del territorio nacional.

PROBLEMAS Y DESAFÍOS DESDE PERSPECTIVA DE SOCIEDAD CIVIL

Políticas sociales de de acceso a derechos básicos

Salud: “En el año 2004 se firmó un Acuerdo Ministerial sobre derecho a la atención de salud, específicamente para población refugiada, y a pesar de que este acuerdo se encuentra en vigencia, no es extraño escuchar quejas de personas que no han podido ser atendidas en centros médicos públicos por su calidad de refugiados” (Rivera, Freddy y otros, p 53)


Desde el año 2002 el Ministerio de Salud del Ecuador, con el apoyo de la Organización Panamericana de la Salud viene desarrollando el “Proyecto de Fortalecimiento del Sector Salud para la Atención de Población local y Refugiados en las provincias fronterizas con Colombia. Los objetivos generales de este proyecto son: “Fortalecer al sector salud en su capacidad de planificación, preparación y respuesta ante desastres y emergencias complejas; y, Mejorar las condiciones de salud y fortalecer la red de servicios de salud para la atención a la población local y refugiados en las provincias del norte” (Ministerio de Salud Pública, folleto sobre el Proyecto de Fortalecimiento del Sector Salud para la Atención de Población local y Refugiados en la Frontera Norte).


Esta iniciativa es llevada a cabo por “el Ministerio de Salud Pública en respuesta al desplazamiento permanente de población colombiana por el conflicto armado en el país vecino, lo que deviene en la presencia de refugiados en el Ecuador” (Ministerio de Salud, pp. 3)


Por otra parte hay que reconocer en nuestro país que la situación en la que se encuentran algunos servicios públicos no permite alcanzar a cubrir las necesidades básicas de la población ecuatoriana. En tal sentido, y sin que esto sea una excusa, los problemas que se efectúan en este campo, normalmente también los sufre la propia población local. 

Educación: “Al igual que en lo relacionado con la salud, los procesos de divulgación del acuerdo y la falta de conocimiento de los funcionarios públicos generan inconvenientes en el día a día de la población necesitada, pues les ponen trabas para la aceptación de los niños refugiados o solicitantes en las escuelas públicas, limitan su derecho a la matrícula otorgándoles algunas veces matrículas “temporales” y en algunos establecimientos los obligan a tener sus calificaciones de las escuelas donde estuvieron en su país de origen” (Rivera, Freddy y otros, pp. 53)


El 21 de Septiembre de 2006, el Ministerio de Educación y Cultura emitió el Acuerdo Ministerial 455, en el cual establece el derecho de acceso a la educación para la población colombiana indocumentada, permitiendo así que miles de niños, niñas y jóvenes colombianos, que se han desplazado por la violencia y que por cualquier circunstancia no han logrado regularizarse en el Ecuador, tengan acceso a un derecho básico como es la educación y evitando que ellos caigan en el subempleo o en el abandono. Sin embargo, es necesario señalar que falta difundir esta información entre los beneficiarios y entre las personas que otorgan este derecho, como son los Directores de escuelas y colegios fiscales.

Trabajo: “Este (Acuerdo Ministerial) surgió en el marco de un proceso de coparticipación entre el Estado y la Sociedad Civil denominado Mesa Laboral de Migraciones que busca garantizar el derecho de la población en situación de refugio para acceder al empleo mediante un permiso provisional laboral… Hasta donde se conoce los solicitantes de refugio aún no tienen acceso al mencionado permiso provisional” (Rivera, Freddy y otros, pp. 53)


El Ministerio de Trabajo y Empleo del Ecuador emitió el Acuerdo Ministerial 414 con fecha 18 de Agosto de 2006, el cual, a manera de instructivo, establece los requisitos para la obtención del Carné Laboral por parte de la población refugiada y solicitante de Refugio. 

Limitaciones al acceso de derechos

Incremento del personal militar en la frontera y segurización de la frontera norte: “Desde el año 2002, el gobierno ecuatoriano ha incrementado la presencia militar en las fronteras del norte del país, al pasar de 5.000 a 12.000 efectivos. Dos años después, en medio de un clima de inseguridad creado a nivel internacional por los atentados del 11 de septiembre y bajo el argumento de combatir la delincuencia organizada y el narcotráfico, se clausuró parcialmente el puente internacional de Rumichaca que conecta a Tulcán con Ipiales en el Departamento de Nariño en el sur de Colombia.
En el 2003 se cambiaron las medidas de prevención y seguridad nacional para la frontera norte y se oficializó un decreto reservado emitido desde la presidencia de la República que confirió al Comando Conjunto de la FFAA control total sobre 20 km hacia adentro de los límites fronterizos. Esta medida que puede ser entendida como un constante estado de emergencia ha funcionado parcialmente. No obstante, al permanecer intacta y dadas las últimas incursiones militares colombianas en el presente año en territorio ecuatoriano, asunto que produjo la protesta formal de la Cancillería del Ecuador ante Colombia, es poco probable que se elimine este decreto en los actuales momentos.” (Rivera, Freddy y otros, pp. 54)


Efectivamente la situación de seguridad y violencia, especialmente en las provincias de Esmeraldas y Sucumbíos, obligó al Gobierno ecuatoriano a utilizar una fórmula ortodoxa de control de la seguridad nacional. Sin embargo, el actual Gobierno Nacional, como ya ha sido señalado anteriormente, está interesado, a través del Plan Ecuador, que la seguridad humana sea concebida como el resultado de la paz y el desarrollo; para ello se sustenta en la siguiente plataforma:

“a)
la paz y cooperación como sistema de convivencia entre los Estados; 

b)
el repudio a la agresión externa, la no intervención en los asuntos internos de otros países y la igualdad soberana en las relaciones con los estados vecinos, y, 

c)
la cooperación y corresponsabilidad, en el cumplimiento de los objetivos del desarrollo, entre las diferentes instituciones del Estado ecuatoriano y las organizaciones de la sociedad.” 

(http://www.mmrree.gov.ec/mre/documentos/pol_internacional/plan_ecuador/plan_1.htm)


De esta forma la visión realista y tradicional de la seguridad nacional y del control de fronteras exclusivamente a través de la vigilancia militar y policial, se espera que cambie a una forma de entender a la seguridad humana desde un punto de vista más amplio en donde el desarrollo y el bienestar permitan tener una situación de tranquilidad y paz.

Establecimiento del pasado judicial a personas colombianas: “A partir de mayo de 2004 se implementó la exigencia del Pasado Judicial para el ingreso de personas colombianas al territorio ecuatoriano. El establecimiento de esta medida de control tiene como antecedente la Declaración Conjunta suscrita el 17 de marzo del 2004 entre los presidentes de Colombia y Ecuador, Álvaro Uribe y Lucio Gutiérrez, y surge como una forma de enfrentar el problema de seguridad y combatir la delincuencia” (Rivera, Freddy y otros, pp. 54)


El establecimiento del pasado judicial a personas colombianas es otro de los resultados de la visión tradicional de la seguridad nacional en el tema migratorio. Sin embargo, como quedó anotado anteriormente, este requisito ha sido objeto de críticas por parte de diversos sectores sociales y del mismo estado, por lo que se encuentra en carpeta la revisión de esta decisión.

Exigencia de la obtención del carné ocupacional para los refugiados reconocidos: “El Ministerio de Relaciones Exteriores por intermedio de la Oficina de Refugio extiende desde marzo de 2003 a las personas reconocidas como refugiadas un documento de identificación en el que garantiza el derecho al trabajo, pero también señala que para ejercer ese derecho se debe obtener el carné ocupacional en el Ministerio de Trabajo. El problema que se presenta con ello es el valor de dicho carné, puesto que tiene un costo de sesenta dólares (US$ 60,oo) y no puede ser cubierto por muchas personas refugiadas” (Rivera, Freddy y otros, pp. 55)


De conformidad con el Acuerdo Ministerial 414 con fecha 18 de agosto de 2006, el cual, como consta en un punto anterior, a manera de instructivo, establece los requisitos para la obtención del Carné Laboral por parte de la población refugiada y solicitante de Refugio, señala que los refugiados quedan exentos de pagar el valor del mismo. Eso quiere decir que las personas cuyo estatus de refugiado ha sido reconocido deben obtener, al igual que todos los extranjeros en el Ecuador, el carné ocupacional para laborar, pero que por este documento no deben cancelar ni un solo centavo.

PROBLEMAS Y DESAFÍOS DESDE LA PERSPECTIVA ESTATAL
Procedimiento actual sobrepasado: Dadas las circunstancias internas en Colombia, el sistema de determinación de la condición de refugiados  en Ecuador se ha visto sobrepasado en los actuales momentos; y, al parecer, no habría visos de solución en el país vecino. “La situación colombiana es tan complicada, compleja y evoluciona de tal manera que el sistema de determinación de la condición de refugiados en el Ecuador tiene que encontrar fórmulas para enfrentar este problema. “Así las cosas, es indudable que el país (Colombia) va a estar sometido a un pulso bélico que va a producir reestructuraciones en las dinámicas tradicionales del conflicto armado, en las que la violencia y la violación a los derechos humanos y del Derecho Internacional Humanitario tenderán a incrementarse” (Romero, Marco Alberto, pp. 184).


Durante el año 2007 el Ecuador recibió 11.306 solicitudes de refugio; de esas solicitudes 2.882 fueron aceptadas y 4.299 fueron negadas. Esto quiere decir que de las más de 11.000 solicitudes presentadas, alrededor de 7.000 recibieron contestación, dejando pendientes casi 4.000 casos.


Esta situación ha obligado a la Dirección General de Refugiados del Ministerio de Relaciones Exteriores a buscar soluciones dentro de lo que la normatividad vigente lo permite. En ese sentido, se han presentado varias iniciativas, algunas de las cuales ya están en ejecución y que serán detalladas en el último capítulo del presente estudio.

Atender a todos los solicitantes: Íntimamente relacionado con el punto anterior, el actual procedimiento no puede atender a todos los solicitantes de refugio, especialmente a aquellos que se presentan en las oficinas que el ACNUR tiene en las capitales de provincia. Por ello el Ministerio de Relaciones Exteriores ya ha autorizado la apertura de la Oficina en Lago Agrio y se tiene prevista la apertura de nuevas oficinas en Tulcán y en Esmeraldas.

Acceder a las personas en situación de protección internacional: Existen muchas personas, sobretodo situadas en las provincias de frontera, que estando en condición de ser reconocidos como refugiados, no se han presentado ante las autoridades correspondientes para efectuar este trámite. Los motivos son variados: “insuficiente capacidad institucional; carencia de información para el trámite; no se ve la posibilidad de éxito en la gestión y el beneficio; actitudes personales que evitan la estigmatización; miedo, temor y desconfianza; permeabilidad fronteriza y facilidades de obtener documentación” (Ministerio de Salud Pública del Ecuador, 2006, pp. 41)


En la actualidad el ACNUR cuenta con la información correspondiente a una estadística bastante certera del número y ubicación de estas personas. La Dirección General de Refugiados, por su parte, ha desarrollado un procedimiento ad-hoc para el reconocimiento de esas personas como refugiados reconocidos. Se espera en el transcurso del presente año iniciar un proceso que permita acceder a estas personas a fin de regularizar su situación en el Ecuador.

Población vulnerable: En Colombia “el desplazamiento también afecta de manera particular a los menores de edad. Se estima que el 44% de las personas que se desplazan es menor de edad. Niños y niñas de edad escolar, es decir entre los 5 y 14 años constituyen el 26% del total de personas incluidas en el Registro Único de Población Desplazada” (Luna, Patricia, pp. 233)

INICIATIVAS DEL GOBIERNO ECUATORIANO PARA ENFRENTAR ESTOS DESAFÍOS
Política del Gobierno (Plan Ecuador): El actual Gobierno propone que “con esta política se protegerán los derechos humanos de los refugiados y de los y las inmigrantes que llegan al Ecuador. En esta política migratoria integral no podemos tener doble moral: una para los ecuatorianos emigrantes, exigiendo derechos y un trato digno, y otra distinta y contradictoria para refugiados e inmigrantes. Nuestro gobierno se opondrá sistemáticamente a toda forma de persecución y atropello de los derechos humanos.”

(http://www.mmrree.gov.ec/mre/documentos/pol_internacional/plan_ecuador/plan_1.htm)


La actual perspectiva gubernamental es mucho más proclive a la defensa y la protección de los Derechos Humanos; en tal sentido, no solo la atención y el reconocimiento de los derechos de los refugiados, sino también el procedimiento de determinación de tal condición, son motivo de análisis y mejoramiento permanente.

Fortalecimiento de la Dirección General de Refugiados: El fortalecimiento de la Dirección General de Refugiados del Ministerio de Relaciones Exteriores se lo ha dado en dos frentes claramente definidos. Por una parte está la inclusión de más personas especializado en las oficinas de la referida Dirección General en Quito. Dado que Quito, a pesar de todo, sigue siendo el polo de atracción más grande para los solicitantes de refugio y tomando en cuenta que las oficinas centrales funcionan en la capital, es necesario contar con mayor personal que se encargue de temas específicos como son elegibilidad, registro, proyectos, etc. Durante el presente 2008 han sido designados tres funcionarios adicionales.


Por otra parte, se busca la desconcentración de los servicios que presta la Dirección General de Refugiados y para ello en las próximas semanas se encuentra planificada la apertura de la Oficina en la ciudad de Lago Agrio, en la provincia nororiental de Sucumbíos. Asimismo, se inició el procedimiento tendiente a abrir nuevas oficinas en Tulcán y Esmeraldas, con lo cual todas las capitales de las provincias limítrofes con Colombia tendrán presencia de la referida unidad administrativa.

Iniciativa para acceder a las personas con necesidad de protección internacional: Como quedó señalado anteriormente, el Gobierno Nacional, basado en una encuesta proporcionada por el ACNUR y la organización CEPAR, se encuentra en proceso de elaboración de un proyecto tendiente a acceder a las personas que, estando en condición de ser reconocidas como refugiadas, no se han acercado a las autoridades para solicitarla.

Gonzalo González Fierro

Enero 2008 

BIBLIOGRAFIA

ACNUR, La situación de los refugiados en el mundo Desplazamientos humanos en el nuevo milenio, Icaria Editorial, 2006.

ACNUR – Conferencia Episcopal Ecuatoriana, La protección Internacional de Refugiados El caso Ecuador Perspectiva histórica 1976 2004, ACNUR, Venezuela, 2004.

Gallón Giraldo, Gustavo, Esta guerra no se gana a bala, en Destierros y desarraigos Memorias del II Seminario Internacional de Desplazamiento, Bogotá, Colombia, CODHES, 2002, p. 159

Larenas Serrano, Galo, El Asilo Político y el Refugio, hacia una nueva convención internacional, Quito, ALDHU – ILDIS, 1993

Luna, Patricia, Balance de las políticas de atención a la población desplazada (1998-2000), en Destierros y desarraigos Memorias del II Seminario Internacional de Desplazamiento, Bogotá, Colombia, CODHES, 2002.

Ministerio de Salud Pública, Fortalecimiento del Sector Salud del Ecuador para Atender a la Población Refugiada, Ediciones Fournier, Quito, 2004

Ministerio de Salud Pública del Ecuador, Línea de base en salud de las provincias de la frontera norte del Ecuador, Imprenta Activa, Quito, Ecuador, 2006
Project Councelling Service, Asilo y Refugiados en las fronteras de Colombia, Bogotá, octubre 2003

Rivera, Freddy y otros, Migración Forzada de Colombianos Colombia, Ecuador, Canadá, Corporación Región, Medellín, Colombia, septiembre 2007

Romero, Marco Alberto, Desplazamiento forzado, conflicto y ciudadanía democrática, en Destierros y desarraigos Memorias del II Seminario Internacional de Desplazamiento, Bogotá, Colombia, CODHES, 2002

Torres Gigena, Carlos: Asilo Diplomático, Buenos Aires, Sociedad Anónima Editora e Impresora, 1960, p 24; en Larenas Serrano, Galo, El Asilo Político y el Refugio, hacia una nueva convención internacional, Quito, ALDHU – ILDIS, 1993

NORMATIVA LEGAL 
Decreto Ejecutivo 3301, de 6 de marzo de 1992

Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos del Ministerio de Relaciones Exteriores

Ley de Extranjería

Registro Oficial No. 126, de 13 de julio de 2007

INSTRUMENTOS INTERNACIONALES
Convención sobre el Asilo, La Habana, 1928

Declaración Universal de los Derechos Humanos, 10 de diciembre de 1948.

Convención sobre el Estatuto de los Refugiados (1951)

Protocolo sobre el Estatuto de los Refugiados (1967)

Declaración de Cartagena sobre Refugiados (1984)

Declaración de Quito sobre Migraciones, Democracia, Desarrollo y Derechos Humanos

Declaración y Plan de Acción de México para fortalecer la protección internacional de los refugiados en América Latina (2004)

PAGINAS ELECTRÓNICAS
http://www.un.org/spanish/aboutun/hrights.htm
http://www.mmrree.gov.ec/mre/documentos/pol_internacional/plan_ecuador/plan_1.htm
Mario Zamora Cordero

Director General de Migración y Extranjería

SESION ESPECIAL SOBRE TEMAS DE ACTUALIDAD SOBRE

DERECHO INTERNACIONAL DE LOS REFUGIADOS

Washington, Enero 2008

COSTA RICA

La intervención gira en torno a los puntos de interés para Costa Rica a la luz del documento de discusión “Protección de refugiados y soluciones duraderas en el contexto de las migraciones internacionales”, del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR).  En el mes de diciembre de 2007, la Dirección General de Migración y Extranjería de Costa Rica participó en el Diálogo del Alto Comisionado sobre los retos de la protección de refugiados y la migración mixta.

El Plan de Acción de 10 puntos del ACNUR tiene los siguientes componentes:

· Cooperación entre socios clave 

· Recolección de información y análisis

· Sistemas de ingresos sensibles a la protección

· Mecanismos de recepción 

· Mecanismos para identificar perfiles y referir casos 

· Procesos y procedimientos diferenciados

· Soluciones para los refugiados 

· Respondiendo a los movimientos secundarios

· Arreglos para el retorno de personas que no son refugiadas y opciones migratorias alternas 

· Estrategia de información

La Dirección General de Migración y Extranjería ha analizado el Plan de Acción y considera que las medidas de implementación a nivel nacional son las siguientes:

1. Cooperación entre socios clave

Es importante fortalecer la cooperación interinstitucional.  Costa Rica ya ha avanzado en lo propuesto por el Plan.  En nuestro país se ha conformado el Foro Permanente sobre la población migrante y refugiada, que agrupa a varias instituciones gubernamentales, organismos internacionales y organizaciones de la sociedad civil que están vinculadas a la protección de los migrantes y refugiados.

Con más de diez años de experiencia, el Foro está compuesto, entre otras instituciones, por:

· La Defensoría de los Habitantes de la República (Secretaría Técnica)

· El Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto

· La Dirección General de Migración y Extranjería

· Caja Costarricense del Seguro Social

· Ministerio de Salud

· Ministerio de Trabajo y Seguridad Social

· ACNUR

· OIM

· Centro Internacional de los Derechos de los Migrantes (CIDEHUM)

El Foro de Migrantes, espacio que cuenta con legitimidad entre la opinión pública, tiene incidencia sobre temas que trascienden a la comunidad migrante y refugiada a nivel nacional.  Por ejemplo, ha tenido un papel clave en el proyecto de reforma a la Ley de Migración, en particular a lo concerniente a derechos humanos.

2.
Recolección de información y análisis

En Costa Rica también se ha conformado el Observatorio de Medios de comunicación sobre población migrante y refugiada, cuyo objetivo es fomentar el respeto de los derechos humanos por medio del monitoreo constante de la información sobre migración y refugio que proyectan los medios de comunicación, en aras de conseguir un manejo responsable y fidedigno de la misma y lograr que el ciudadano tenga acceso a información honesta y veraz.

Este intercambio de información también se da en el seno del Foro de Migrantes.

Recientemente, en Costa Rica se inauguró la Casa de Derechos de la Municipalidad de Desamparados, con el apoyo de agencias de Naciones Unidas como ACNUR y UNICEF, así como la Asociación de Consultores y Asesores Internacionales, que es la agencia implementadora del ACNUR en Costa Rica.

Desamparados es uno de los municipios de San José que se alberga un alto número de migrantes.  La Casa de Derechos tiene entre sus objetivos brindar atención, orientación y referencia de carácter legal, psicosocial y laboral a personas refugiadas, migrantes y nacionales en condiciones de vulnerabilidad.

La Casa de Derechos es un ejemplo de cooperación interinstitucional hacia la integración a escala local de los migrantes y refugiados.

3.
Sistemas de ingresos sensibles a la protección

Con el fin de no violentar el principio de la no-devolución, es importante capacitar a la Fuerza Pública y oficiales migratorios destacados en las fronteras, tanto en los puestos fronterizos autorizados, como en los puntos de acceso irregular.

En lo que concierne a migración marítima irregular, el próximo año la Dirección General de Migración y Extranjería elaborará un manual con el fin de establecer los procedimientos para atender este tipo de situaciones en alta mar.

La Unidad de Planificación Institucional de la Dirección General de Migración cuenta con un mapeo geográfico y social de rutas de trata y tráfico de personas menores de edad con fines sexuales.  A nivel regional, se ha cooperado con?
· Construcción colectiva de mapas nacionales

· Validación e integración de los mapas en un mapa regional

· Elaboración y entrega a las autoridades competentes de un informe narrativo y gráfico, como insumo para políticas de prevención, control y represión.

En el marco de la Conferencia Regional de Migración (CRM), se ha avanzado en la elaboración de un protocolo para la repatriación de las víctimas de trata (niños, niñas y adolescentes).
4.
Mecanismos de recepción 

Nuevamente, es necesario fortalecer la coordinación interinstitucional.  Por ejemplo, en Costa Rica la Dirección General de Migración coordina con el Patronato Nacional de la Infancia para la atención apropiada a los menores no acompañados, así como otras instancias que velan por las víctimas de trata.

Este año, recibimos una valiosa contribución del ACNUR, la cual consiste en afiches y brochures que informan al usuario sobre todo el proceso de solicitud de asilo.

Costa Rica recibe mensualmente a más de cien solicitantes de asilo, por lo que la coordinación con el ACNUR es vital, con el fin de establecer la atención adecuada, eso sí, sin dejar de lado la responsabilidad que tenemos como Estado.

5. Mecanismos para identificar perfiles y referir casos 

En el año 2008, la Dirección General de Migración y Extranjería mejorará la documentación temporal para el solicitante, con el fin de que éste cuente con un documento adecuado que lo identifique.  Reconocemos que el documento actual es vulnerable, por lo que, con el apoyo del ACNUR, se ha hecho una inversión para mejorar la documentación de los solicitantes de asilo.

Asimismo, se han girado instrucciones para recordar, a lo interno de los funcionarios de la Dirección de Migración, que la documentación temporal le da derecho al solicitante de trabajar.  Se ha establecido un canal de comunicación con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para reconocer y brindar este derecho, a pesar que su condición no supone que se va a determinar su estatuto como refugiado.

6.
Procesos y procedimientos diferenciados

En el caso del tráfico de personas, cuyo delito es contra el Estado, en las capacitaciones a los oficiales es importante recalcar que algunas situaciones de tráfico pueden implicar un temor fundado, debido a una eventual persecución por parte del agente traficante.

En este punto del Plan de Acción también es indispensable la coordinación interinstitucional.

7. Soluciones para los refugiados

Es necesario orientar los esquemas de cooperación internacional para el desarrollo de los países de renta media que son, a su vez, receptores importantes de población migrante y refugiada, con el fin de fortalecer los servicios públicos que brinda el Estado a toda la comunidad migrante y refugiada, sin discriminación e independientemente de su situación regular o irregular, así como ayudar a las Organizaciones No Gubernamentales relacionadas con la atención de los migrantes en estos países.

Costa Rica, como país de renta media y receptor de refugiados y solicitantes de asilo, brinda atención universal y solidaria en ámbitos indispensables para el desarrollo humano, como la salud y la educación.  Por lo tanto, la Dirección General de Migración ha propuesto como fórmula innovadora el canje de deuda externa a cambio de la inversión estatal en servicios básicos para la comunidad migrante y el mejoramiento del procedimiento de asilo.

For a proper implementation of the Plan of Action, there are indeed many migration issues and internal legislation that must be harmonized with refugee protection.  Example: visa requirements for certain citizens.  Costa Rica has a large community of refugees coming from Colombia.  In order to guarantee the principle of family reunification, visa requirements must be flexible and sensitive.

It is necessary to orientate the schemes of international cooperation for the development of the countries of average revenue that are, in turn, important recipients of migrant and refugee population, in order to strengthen the public services that the State offers to the whole refugee community, without discrimination.  Also, help the NGO’s related to the attention of the migrants in these countries.

An innovative formula may be the amnesty of external debt in exchange of investment on refugee assistance and the improvement of the asylum procedure.

Countries of average revenue and recipient of refugees and asylum seekers need proper investment in key areas for the human development, such as health and education.

En lo que se refiere a los puntos 8 y 9, aún están siendo objeto de análisis a lo interno de la Dirección General de Migración y Extranjería de Costa Rica.

10. Estrategia de Información
Las campañas informativas son un esfuerzo permanente que deben estar incorporadas en los planes anuales operativos de todas las instituciones involucradas.  Si el presupuesto es un obstáculo para que éstas se lleven a cabo, es necesario orientar esfuerzos hacia la cooperación interinstitucional y la cooperación internacional.  Las campañas son indispensables para evitar la discriminación y la xenofobia, así como la estigmatización de la comunidad migrante y refugiada.  Al contrario, las políticas públicas ligadas al quehacer migratorio deben enfocarse hacia la contribución de los migrantes y refugiados en el desarrollo local de los países receptores.

Con el apoyo del ACNUR, entre otras instituciones, se ha elaborado un manual sobre la adecuada atención en los centros de detención administrativa (centros de aprehensión para extranjeros en tránsito).  Como se mencionó anteriormente, como etapa siguiente, se elaborará un manual para el rescate marítimo, sobre la asistencia de las víctimas de tráfico internacional que han sido abandonados en el mar.

BASE DE LA EXPOSICIÓN DE LA DRA. ADRIANA ALFONSO

Jefa de la Oficina de Temas Internacionales

Presidenta Alterna del Comité de Elegibilidad para los Refugiados (C.E.Pa.Re.)

Dirección Nacional de Migraciones

Ministerio del Interior

República Argentina

Desde el inicio de la humanidad las personas han migrado, sin embargo hoy más que nunca la temática de las migraciones está presente en todas las agendas internacionales.

Mujeres, hombres y niños dejan sus países de origen para radicarse en nuevos destino motivados por diversas razones. Mientras la  gran mayoría de estas personas se traslada buscando una mejor calidad de vida otras, un número mucho mas reducido y mucho más vulnerable, se ven obligadas a huir debido a las violaciones de sus derechos humanos, a persecuciones que les hacen temer por  u vida o libertad, a conflictos armados, etc.

Analizando el panorama internacional y su posible futuro es dable suponer que el abordaje de la movilidad humana será cada vez más complejo y se consolidará como un actor  primordial en la agenda política global.

Frente a esa proyección de futuro la sociedad internacional debería reflexionar acerca  de la necesidad que el avance de la globalización contribuya al abordaje multilateral de temas como el que nos ocupa, buscando soluciones consensuadas internacionalmente cuya implementación deberá ser ineludiblemente coordinada entre los países y su basamento fundamental la solidaridad internacional.

El interés de la comunidad interamericana en materia de protección internacional forma parte de la centenaria tradición de asilo de la región. Se debe reconocer que nuestra región ha sido pionera en la protección y la búsqueda de soluciones duraderas para las personas que requieren protección,  basándose para ello en la convergencia y complementariedad de las distintas ramas del Derecho Internacional: derechos humanos, derechos de los refugiados y derecho internacional humanitario. 

Sin perjuicio de lo dicho y a pesar que los países de América han trabajado a lo largo de los años para ayudar a los refugiados, lo cierto es que América Latina continúa siendo, desafortunadamente, una región de origen de grandes números de refugiados. Cada año miles de personas huyen del conflicto de Colombia, para buscar protección en otros países de la región.  

El Plan de Acción de México, en el marco arriba descrito en los párrafos anteriores  el, no resulta una medida aislada, ni una reacción espasmódica, se trata de un paso más en la conformación de una clara postura regional sobre la materia de derechos humanos y protección de quien lo necesita. Una postura razonada y a la vez visceral de países  que se encuentran unidos   por problemas comunes, por  intereses comunes y fundamentalmente  por valores comunes.

A fines del 2004, veinte países de América Latina adoptaron el Plan de Acción de México. Basado en el principio de la solidaridad regional, el plan se enfoca en tres grandes áreas de acción: las áreas de frontera,  ciudades solidarias y un programa regional de reasentamiento para apoyar a países con grandes cantidades de refugiados. 

El programa de reasentamiento es una pieza fundamental en el Plan de Acción de México. 

El reasentamiento, que junto con la repatriación voluntaria y la integración local constituye una de las llamadas soluciones duraderas, nunca ha sido una solución para la mayoría de los refugiados,. Corroborando lo dicho algunas cifras publicadas por ACNUR nos hablan que en el año 2004 de los 9,2 millones de refugiados que se encontraban bajo su mandato, cerca de 84.000 fueron reasentados. 

Sin perjuicio de lo dicho es indudable que el reasentamiento  juega un papel crucial para un reducido porcentaje de refugiados con necesidades muy especiales: cuando la seguridad física o jurídica aún se encuentra en riesgo en el primer país de asilo, cuando existen necesidades médicas específicas, o cuando no existe posibilidad de integración local o repatriación voluntaria.

Es dable recordar que ha diferencia del refugio y la repatriación voluntaria, el reasentamiento no es un derecho. Si bien los países signatarios de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 tienen obligación de brindar protección a los solicitantes de refugio y a los refugiados que llegan a su territorio, no existe obligación legal con relación al reasentamiento. Claro está que si existe un compromiso ético sobre el tema,  compromiso que se  basa en la solidaridad internacional en el cual  cada uno de los países trabajará de conformidad con sus posibilidades. Si bien es cierto que el énfasis del Plan de Acción de México recae sobre la solidaridad regional, la ayuda de estados que no son de la región también resulta fundamental.

Los programas de reasentamiento de refugiados constituyen un mecanismo que tienen los países para repartir la responsabilidad de tomar acción frente a las crisis humanitarias.

El Plan de acción de México fortalece el sistema global de reasentamiento en la medida que amplía el número de países involucrados brindando así pociones más amplias. No es un dato menor el hecho que para muchos refugiados el reasentamiento en un país de su región de origen, con un idioma  y costumbres en común es mucho más fácil que reasentarse en un país de otra región. Iniciar una vida en un nuevo país nunca es un proceso fácil y puede resultar particularmente difícil para los refugiados reasentados, quienes tienen que pasar por este proceso en dos oportunidades.  

Retomando la línea argumental esbozada al inicio acerca de la evolución del tema en la región que lleva a que el Plan de Acción de México no sea una medida aislada o espasmódica sino producto de un  conciente, voluntario y progresivo avance de los países de la región sobre el tema. Y en este aspecto es altamente ilustrativo hacer una mención al tratamiento que el MERCOSUR  ha dado al tema.

Sin perjuicio que la temática de las migraciones han sido abordadas en diferentes ámbitos del MERCOSUR,  en el seno de la Reunión Ministros de Interior donde tiene un abordaje sistemático y dentro de dicha Reunión concretamente en el Foro Especializado Migratorio del MERCOSUR.

De los instrumentos emanados de dicho ámbito  son dables de señalar, en el tema que nos ocupa, la “Declaración de Río de Janeiro sobre la institución de Refugio” suscrita en el año 2000 y la “Declaración de Santiago sobre Principios Migratorios”. (Se acompaña copia integra de ambas).

En el primero de los instrumentos mencionados los Ministros del Interior de los países del MERCOSUR, y Bolivia y Chile en su calidad de asociados, bajo unos considerandos que hacen referencia a los derechos humanos de todos los inmigrantes, incluyendo los refugiados Declaran “1. Es del todo conveniente que los Estados Parte del MERCOSUR y Bolivia y Chile, en carácter de países asociados, posean una norma jurídica específica sobre refugio, con disposiciones tendientes a establecer procedimientos armónicos sobre la materia; 2. Dicha normativa debería contemplar los principios generales sobre la recepción, protección y asistencia a los refugiados, consagrados en los instrumentos internacionales; 3. Los Estados Parte y Asociados estudiarán la posibilidad de contemplar en la definición de refugio la protección a las víctimas de grave y generalizada violación de los derechos humanos; 4. Los Estados Parte y Asociados no aplicarán, a quien haya sido reconocido como refugiado por otro Estado Parte o Asociado, medidas de retorno forzado al país donde su vida, libertad o integridad física están amenazadas por motivos de raza, nacionalidad, grupo social, opinión política o violación grave y generalizada de los derechos humanos, de conformidad con la normativa internacional que rige sobre la materia; 5. Dentro de lo posible los Estados Parte y Asociados deberán contar con una instancia nacional, con participación de la sociedad civil, para implementar su política sobre refugiados”.

En la Declaración de Santiago los Ministros del Interior del MERCOSUR, Bolivia, Chile y Perú en su calidad de Estados Asociados afirman entre otras cosas que: “Que se debe abordar la temática migratoria de la región a través de mecanismos de diálogo multilateral abierto como forma de fortalecer el proceso de integración… Que el MERCOSUR debe reafirmar ante el resto del mundo su vocación de trabajar hacia una nueva política migratoria, fundamentada en la dimensión ética del respeto a los derechos humanos…Que la eficiencia de la política migratoria dependerá de su adecuación a la realidad regional e internacional…, y Declaran … III Asegurar  a los migrantes el respeto a los derechos humanos y todos aquellos reconocidos por las Convenciones Internacionales vigentes en la materia…. IV Reafirmar los compromisos que los Estados tienen de brindar y promover la protección internacional  a los refugiados, tal como esta previsto en la Convención de Ginebra de 1951 y su Protocolo Complementario de 1967 y otros instrumentos internacionales sobre la materia a los cuales los declarantes adhieran en el futuro…”.

No es un dato menor el hecho que las Declaraciones mencionadas, donde se hace énfasis en los derechos humanos de los migrantes, en el reconocimiento del aporte de los mismos a la sociedad de recepción, así como el compromiso de los Estados respecto de la protección de los refugiados surge de la Reunión de Ministros de Interior del MERCOSUR y Estados Asociados, ministros que tienen bajo su competencia los temas de seguridad. Es una clara manera de demostrar que seguridad y derechos humanos puede y deben   ser abordados desde una equilibrada lógica.

Otro dato a señalar atento el ámbito que hoy nos convoca es que uno de los ministros firmantes de la Declaración de Santiago es el Dr. José Miguel Insulza, entonces Ministro de Interior de la República de Chile, hoy Secretario General de la Organización de Estados Americanos.

Lo expresado en los últimos párrafos viene a reafirmar la existencia de un  proceso que ha ido cimentando, en la región, el tratamiento multilateral de la temática que nos ocupa. 

Pasando del marco regional a la situación en  la República Argentina, resulta una buena introducción señalar que la política que respecto del tratamiento de los extranjeros, sean estos migrantes o refugiados,  que hoy implementa  Argentina pude ser definida como una política realista, basada en el tratamiento multilateral, la solidaridad internacional, el cumplimiento de los instrumentos internacionales suscritos sobre la materia y fundamentalmente en el compromiso ético del respeto irrestricto de los derechos humanos .     

La Ley de Migraciones (Ley 25.871 sancionada en el año 2004) y la Ley de Refugio (Ley 26.165 sancionada en el año 2006) resultan herramientas fundamentales para la implementación de la  actual política migratoria  de Argentina.

Ambas leyes incorporan los más altos estándares de protección a los derechos de migrantes y refugiados, destacándose entre otros el derecho a la reunificación familiar, el derecho a la información para el migrante, la garantía judicial en los procesos de expulsión, la igualdad de derechos civiles entre nacionales y extranjeros.

La Ley de Migraciones establece el derecho a migrar como un derecho esencial e inalienable de la persona garantizando su ejercicio sobre la base de los principios de igualdad y universalidad.

Los arts. 7 y 8 de la citada Ley de Migraciones establecen que la irregularidad migratoria de un extranjero no impedirá su acceso a la educación, ya sea primaria, secundaria o universitaria, ni será causal para  negar el acceso a la salud, la asistencia social o atención sanitaria.


Basado en el la mencionada Ley 25871 Argentina está implementando desde hace 20 meses el llamado “Programa Patria Grande”. Dicho programa prevé el otorgamiento de residencia legal en Argentina a todo extranjero que acredite ser nacional de un país del MERCOSUR y Estados Asociados y carecer de antecedentes. A partir de este programa Argentina implementa de manera unilateral el Acuerdo de Residencia suscrito en el ámbito del MERCOSUR.


Es dable destacar que el Patria Grande no es una amnistía, es decir no tiene una vigencia acotada, aspira a ser una política de Estado de ahora en adelante, abarca a los extranjeros que se encuentran en nuestro territorio y a los que ingresen en el futuro y permite su acogimiento al mismo aún desde el país de origen del extranjero quien deberá presentarse, para la tramitación, ante el Consulado Argentino. Esto última como medida para favorecer la gobernabilidad migratoria y permitir que al momento de   ingresar a nuestro territorio el extranjero ya cuente con una residencia regular. 

Un punto a destacar desde la óptica de las buenas prácticas es que para la implementación del Patria Grande se convocó a la Iglesia y a la Sociedad Civil, Consulados de país de origen, asociaciones de colectividades, etc., quienes funcionaron, en una primera etapa, como boca de recepción de los trámites. En esa primera etapa mediante un sistema informático se cargaba los datos del peticionante en la boca de atención y quedaba registrado en la Dirección Nacional de Migraciones bajo su correspondiente número de expediente.

Desde el momento mismo de su inscripción, (mediante de acreditación de identidad y nacionalidad),  aquellos extranjeros que se encuentran físicamente en  nuestro territorio, reciben una residencia precaria que lo habilita a trabajar y a estudiar hasta que se concluya el trámite y reciban su residencia temporaria, esta última susceptible de convertirse en permanente a los dos años. Para la obtención de la  temporaria el extranjero debe presentar certificado de carencia de antecedentes.

Bajo el programa Patria Grande se radicaron en Argentina desde el 17 de abril de 2006 hasta el 14 de enero del año en curso 552.909 extranjeros nacionales de los países del MERCOSUR y Estados Asociados.

Es dable destacar que la nueva política migratoria también considera procedimientos más ágiles respecto de extranjeros nacionales de países extra-MERCOSUR.

La suma total de extranjeros radicados en nuestro territorio en los últimos cuatro años asciende a 800.000.

Llegado este punto es conveniente señalar que Argentina comienza a proyectar su nueva política migratoria en momentos en que se encontraba inmersa en una profunda crisis económica. y con una tasa de desocupación cercana al 19%. Hoy cuatro años más tarde, con 800.000 que han regularizado su situación la mejora económica es notable y la tasa de desocupación a descendido a un dígito. Ello no implica  que las mejoras se deban a la política migratoria, pero si  nos habilita a   afirmar que una política migratoria, realista, amplia y de regularización no incide negativamente ni en el crecimiento económico ni en la tasa de desocupación.

Es como parte de la política a que se hace referencia en  los párrafos anteriores es que Argentina participa del Plan de Acción de México y meses mas tarde suscribe un Memorándum de entendimiento con ACNUR, mediante el cual se establecen las bases del programa de reasentamiento que hoy está implementando, sumándose así a Brasil y Chile pioneros en la región sobre el tema de reasentamiento. En este punto es bueno resaltar que las Repúblicas de Paraguay y la de Uruguay, en el transcurso del último año, también han comenzado a trabajar sobre el tema.

Para Argentina la implementación del  programa de reasentamiento es una situación novedosa. Un verdadero desafío que creemos estar afrontando mediante los procedimientos adecuados  y cuyo  objetivo es lograr una definitiva integración de los reasentados a nuestra sociedad. A tal efecto trabajamos con ACNUR y con HIAS como agencia de implementación. 

Hasta el momento el número de ciudadanos colombianos aceptados en Argentina mediante el programa de reasentamiento asciende a  145, de ellos 68 son mujeres y 77 hombres.

Físicamente se han asentado en Buenos Aires, y dos  en ciudades del interior: Rosario y  Mendoza. Ciudades que han suscrito a tal efecto, también en el marco del Plan de acción de México, instrumentos con ACNUR en los que se inscriben como   “Ciudades Solidarias”. Sin perjuicio de ello, atento la condición de agricultor de muchos de los reasentados se esta trabajando con localidades pequeñas del interior del país  de características agrícolas a fin de lograr una más fácil integración.

Todos los reasentados menores asisten a establecimientos educativos. 

En este punto es dable destacar que en Argentina el acceso a la educación y a la salud para los refugiados y para los extranjeros en general es gratuito. Precisamente una de las ciudadanas colombianas reasentados, con graves problemas de salud, fue intervenida quirúrgicamente en dos oportunidades, bajo el citado sistema de atención gratuito y hoy se encuentra en franco estado de recuperación.

Otro punto contemplado en el Plan de Acción de México es el de Fronteras Solidarias, sobre este tema en el transcurso del segundo semestre, funcionarios de la Dirección Nacional de Migraciones del Ministerio del Interior, de la Dirección de Derechos Humanos de Cancillería, en forma conjunta con funcionarios de ACNUR impartieron cursos de capacitación sobre el tema en tres de los puntos fronterizos terrestres  de Argentina donde suelen presentarse con mayor frecuencia peticiones de refugio. En dichos cursos  participaron las fuerzas de seguridad  y personal de la Dirección Nacional de Migraciones con jurisdicción geográfica. 

Para finalizar creo conveniente resaltar que la solidaridad internacional que inspira el Plan de México constituye para Argentina uno de los principios básicos que su política de Estado sobre la materia. Estamos trabajando tal como dice el preámbulo de nuestra constitución “para nosotros, para nuestra posteridad y para todos los hombres del mundo que quieran habitar el suelo argentino.”
ANEXO I

DECLARACION DEL RIO DE JANEIRO SOBRE 

LA INSTITUCION DEL REFUGIO

Los Ministros del Interior del Mercosur, Bolivia y Chile preocupados de la protección internacional que debe concederse a los individuos perseguidos por motivos de raza, nacionalidad, religión, grupo social, opinión política o víctima de violación grave y generalizada de los derechos humanos, reunidos en el marco de la VIII “Reunión de Ministros del Interior del MERCOSUR”:

· Reconociendo que problemas de racismo, xenofobia e intolerancia política y religiosa han creado flujos de refugiados en el mundo,

· Reconociendo que las personas que escapan de situaciones de persecución y conflicto constituyen una categoría diferente de aquellos que emigran por razones de índole económica o personal,

· Considerando el derecho universal de solicitar refugio, consagrado en el art. 14 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos del Hombre,

· Considerando que los países del Mercosur, Bolivia y Chile son signatarios de la Convención de Ginebra de 1951, sobre el Estatuto de los Refugiados y de su Protocolo Adicional de 1967,

· Considerando que todos los países de la región ayudan a los refugiados con la colaboración y cooperación del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados – ACNUR, 

· Considerando la necesidad de que los países del Mercosur, Bolivia y Chile dispongan de instrumentos normativos armónicos que regulen la recepción, protección y derecho de los refugiados, y

· Considerando el Plan de Acción presentado en la Cumbre de las Américas, firmado por los 34 Jefes de Estado presentes en Santiago de Chile, el 19 de abril de 1998, que menciona específicamente los derechos humanos de todos los inmigrantes, incluyendo a los refugiados.

DECLARAN:

Es del todo conveniente que los Estados Parte del MERCOSUR y Bolivia y Chile, en carácter de países asociados, posean una norma jurídica específica sobre refugio, con disposiciones tendientes a establecer procedimientos armónicos sobre la materia.

1. Dicha normativa debería contemplar los principios generales sobre la recepción, protección y asistencia a los refugiados, consagrados en los instrumentos internacionales.

2. Los Estados Parte y Asociados estudiarán la posibilidad de contemplar en la definición de refugio la protección a las víctimas de grave y generalizada violación de los derechos humanos.

3. Los Estados Parte y Asociados no aplicarán, a quien haya sido reconocido como refugiado por otro Estado Parte o Asociado, medidas de retorno forzado al país donde su vida, libertad o integridad física están amenazadas por motivos de raza, nacionalidad, grupo social, opinión política o violación grave y generalizada de los derechos humanos, de conformidad con la normativa internacional que rige sobre la materia.

4. Dentro de lo posible los Estados Parte y Asociados deberán contar con una instancia nacional, con participación de la sociedad civil, para implementar su política sobre refugiados.

Río de Janeiro, Brasil, a los 10 días de noviembre de 2000.

	POR LA REPÚBLICA ARGENTINA

FEDERICO T. M. STORANI

MINISTRO DEL INTERIOR
	POR LA REPÚBLICA F. DEL BRASIL

JOSÉ GREGORI

MINISTRO DE JUSTICIA

	POR LA REPÚBLICA DEL PARAGUAY

JULIO CESAR FANEGO ARELLANO

MINISTRO DEL INTERIOR
	POR LA REPÚBLICA O. DEL URUGUAY

GUILLERMO STRILING

MINISTRO DEL INTERIOR

	POR LA REPÚBLICA DE BOLIVIA

JORGE ANTONIO VERA CORVERA

VICE-MINISTRO DE REGIMEN INTERIOR, POLICIA Y SEGURIDAD CIUDADANA
	POR LA REPÚBLICA DE CHILE

JORGE BURGOS VARELA

SUBSECRETARIO DEL INTERIOR


ANEXO II
DECLARACIÓN DE SANTIAGO SOBRE PRINCIPIOS MIGRATORIOS
En la Ciudad de Santiago de Chile a los 17 días del mes de mayo de 2004, en el ámbito de la Reunión de Ministros del Interior del MERCOSUR y Estados Asociados, el Ministro del Interior de la República Argentina Dr. Aníbal Fernández, el Embajador de la República Federativa del Brasil Sr. Gelson Fonseca, el Ministro del Interior de la República del Paraguay Dr. Orlando Fiorotto, el Vice Ministro del Interior de la República Oriental del Uruguay Dr. Alejo Fernández Chaves, el Ministro de Gobierno de la República de Bolivia Lic. Alfonso Ferrufino, el Ministro del Interior de la República de Chile Dr. José Miguel Insulza y el Embajador de la República del Perú Sr. José Antonio Meier.

CONVENCIDOS

· Que se debe abordar la temática migratoria de la región a través de mecanismos de diálogo multilateral abierto como forma de fortalecer el proceso de integración.

· Que el MERCOSUR debe reafirmar ante el resto del mundo su vocación de trabajar hacia una nueva política migratoria, fundamentada en la dimensión ética del respeto a los derechos humanos y en su inserción en las relaciones internacionales entre los países.

· Que la eficiencia de la política migratoria dependerá de su adecuación a la realidad regional e internacional y a la aceptación de que la regularidad migratoria es condición indispensable para lograr la plena inserción del migrante en la sociedad de recepción.

· Que el trato que se dé a los nacionales de los Estados Parte y Asociados del MERCOSUR en terceros países debe ser recíproco al que reciben los nacionales de esos países en nuestro territorio.

· Que es responsabilidad de los Estados Parte y Asociados del MERCOSUR trabajar en forma coordinada
 en el combate y prevención del tráfico de personas y de los abusos inherentes a la inmigración clandestina en la región.

· Que se reconoce que la dimensión cultural de la migración es un valioso aporte en la transculturización de los pueblos.

· Que se reconoce que el importante rol de los trabajadores migrantes es un valioso capital social que dinamiza y potencia a los diversos sectores económicos y sociales de los países de acogida migratoria.

· Que es un compromiso para nuestros Estados avanzar en un régimen común de salud y seguridad social para nuestros nacionales en la región. 

DECLARAN :

I. Reconocer el importante aporte de los migrantes en la formación de nuestros Estados;

II. Fortalecer las iniciativas en curso para facilitar y regularizar los flujos migratorios entre los Países de la región;

III. Asegurar a los migrantes el respeto a los derechos humanos y todos aquellos reconocidos por las Convenciones Internacionales vigentes en la materia;

IV. Reafirmar los compromisos que los Estados tienen de brindar y promover la protección internacional a los refugiados, tal como esta previsto en la Convención de Ginebra de 1951 y su Protocolo Complementario de 1967, y otros instrumentos internacionales sobre la materia a los cuales los declarantes adhirieran en el futuro;

V. Requerir a los Países extra-bloque otorgar un tratamiento justo y humanitario a los inmigrantes de nuestra región, en correspondencia con el trato brindado a sus nacionales en nuestros territorios;

VI. Destacar la importancia de la reunificación familiar, como elemento necesario para la estabilidad plena de los inmigrantes, reconociendo a la familia como base fundamental de la sociedad;

VII. Reconocer el derecho de los Estados de ejercer el adecuado control de sus fronteras, pero sin tratar la irregularidad migratoria como hecho punible de derecho penal;

VIII. Reafirmar el compromiso de combatir al tráfico ilícito de migrantes, la trata de personas, el tráfico de menores y otras formas de delitos transnacionales;

IX. Desarrollar instrumentos de intercambio y cooperación efectiva en materia policial y judicial en los esfuerzos comunes para combatir estos delitos transnacionales;

X. Condenar prácticas de xenofobia, deportaciones en masa o en grupo, y detenciones sin respaldo legal;

XI. Fomentar la importancia del cumplimiento de las disposiciones de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares  y la Carta de las Naciones Unidas; 

XII. Resaltar la importancia utilizar los mecanismos de la coordinación y cooperación entre organismos migratorios, poniendo énfasis en el intercambio de información;

XIII. Reconocer que las migraciones requieren un tratamiento multidisciplinario y multilateral;

XIV. Reconocer la importancia de la adopción de políticas de vinculación con nuestros nacionales en el exterior.

	REPÚBLICA ARGENTINA

__________________________

Dr. Aníbal Fernández


	REPÚBLICA FEDERATIVA DEL BRASIL

__________________________

Embajador Gelson Fonseca

JUNIOR

	REPÚBLICA DEL PARAGUAY

__________________________

Ministro Dr. Orlando Fiorotto


	REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY

__________________________

Vice Ministro Sr. Alejo Fernández Chaves

	REPÚBLICA DE BOLIVIA

__________________________

Ministro Dr. Alfonso Ferrufino


	REPÚBLICA DE CHILE

__________________________

Ministro José Miguel Insulza



	REPÚBLICA DE PERÚ

__________________________

Embajador José Antonio Meier


	


ANEXO III
PROGRAMA PATRIA GRANDE

(Resultados al 14 de enero de 2008)

El criterio de nacionalidad MERCOSUR recogido en la Ley de Migraciones 25.871 ha posibilitado, al amparo del Programa Patria Grande, el acceso a la residencia legal de 552.909 migrantes entre el 17 de abril de 2006 y el 14 de enero de 2008.
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	VENEZUELA
	232
	1.572
	1.804

	ECUADOR
	1.104
	1.984
	3.088

	COLOMBIA
	1.289
	4.862
	6.151

	BRASIL
	4.650
	4.453
	9.103

	CHILE
	5.213
	5.201
	10.414

	URUGUAY
	11.013
	3.332
	14.345

	PERU
	48.210
	24.008
	72.218

	BOLIVIA
	107.941
	45.451
	153.392

	PARAGUAY
	263.408
	18.986
	282.394

	TOTAL GENERAL
	443.060
	109.849
	552.909


      FUENTE: Elaborado por Oficina Temas Internacionales. DNM
El Programa Patria Grande no es una amnistía, sino una Política de Estado de aquí hacia adelante.

ESTADISTICAS DESAGREGADAS

· Migrantes del MERCOSUR y Estados Asociados ingresados al país con anterioridad al 17 de abril de 2006. 

TOTAL: 443.060 migrantes regularizados
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                 FUENTE: Elaborado por Oficina Temas Internacionales. DNM

Migrantes del MERCOSUR y Estados Asociados que ingresaron al país con posterioridad al 17 de abril de 2006 y solicitaron su residencia bajo el criterio nacionalidad.

TOTAL: 109.849 migrantes regularizados
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Diego Andrés Molano Aponte(
Avance, Perspectivas y Retos de la Política de Atención a la Población Desplazada

Director de Programas Presidenciales 

Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional - Acción Social

El presente documento tiene como fin describir la situación histórica del desplazamiento en Colombia desde inicios del siglo XX hasta la actualidad, al mismo tiempo que esbozar los avances que el Estado colombiano en su totalidad ha realizado a partir del año 2002, para atender a la población que se encuentra en situación de desplazamiento, y las acciones que se adelantarán entre el 2007 y el 2010 para mejorar y hacer más efectivas estas medidas.

Las acciones y conceptos descritos en este documento se fundamentan en la definición de persona desplazada establecida  en el artículo 1o de la ley 387 de 1997
, que a su tenor establece: “Es desplazada toda persona que se ha visto forzada a migrar dentro del territorio nacional abandonando su localidad de residencia o actividades económicas habituales, porque su vida, su integridad física, su seguridad o libertad personales han sido vulneradas o se encuentran directamente amenazadas, con ocasión de cualquiera de las siguientes situaciones: conflicto armado interno, disturbios y tensiones interiores, violencia generalizada, violaciones masivas de los derechos humanos, infracciones al derecho internacional humanitario u otras circunstancias emanadas de las situaciones anteriores que puedan alterar o alteren drásticamente el orden público”.

El presente documento está compuesto de siete partes: (i) breve esbozo del marco legal y jurídico de atención integral al desplazamiento en Colombia; (ii) fases de atención este fenómeno en el país; (iii) evolución y causas del fenómeno, así como las características de la población; (iv) Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada; (v) Indicadores de Goce Efectivo de Derechos; (vi) avances en atención a la población en situación de desplazamiento y, (vii) finalmente, se especifica la manera en que esta política se inserta en el sistema de protección social colombiano.

1. Marco Legal y Jurídico de Atención Integral al Desplazamiento en Colombia

Al ser adoptado en la Constitución Nacional de 1991 el Estado Social de Derecho
 como principio cardinal de la organización política, su valor vinculante constituye un marco de conducta para los poderes públicos, quienes deben velar por el bienestar general de  los asociados a fin de instaurar un orden político, económico y social justo. 

Una de las manifestaciones de este principio la encontramos en la concepción de igualdad real y efectiva, concretada en políticas públicas de acción afirmativa en  favor de colombianos que se encuentren en situaciones de miseria o  indigencia cuya carencia de recursos y capacidades productivas los colocan en situaciones de manifiesta marginalidad, debilidad y vulnerabilidad.
 

Dentro de este marco conceptual se ha expedido el marco normativo para la atención  del desplazamiento forzado interno de colombianos y colombianas, hecho que es considerado como uno de las problemáticas sociales más complejas y profundas que enfrenta el País y que se ve materializada en la vulneración masiva de derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales de la población afectada por este hecho. 

La protección de los derechos de la Población en riesgo o en situación de desplazamiento cuenta con un marco jurídico integral compuesto no solo por normas internas sino además por instrumentos de derecho internacional  aplicables a través del bloque de constitucionalidad, el cual han sido normativamente integrado a nuestra legislación
 por mandato de la propia Constitución
, convirtiéndose  en fuente de derecho interno.  

A partir de 1995, el Gobierno Nacional ha reconocido el hecho del desplazamiento forzado y da inicio a la formulación de un marco legal acorde con a las exigencias que implica atender integralmente este flagelo. Es así como se expide el documento CONPES 2804 de 1995 mediante el cual se reconoce la responsabilidad del Estado de atender el Desplazamiento Forzado por la Violencia y crear una política de atención.

En aplicación del documento CONPES y en vista de la creciente magnitud del flagelo, el Gobierno promueve la Ley 387 de 1997 “Por la cual se adoptan medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, protección, consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia en la República de Colombia.” Esta ley es esencial en la atención integral a la población en situación de desplazamiento, no sólo porque brinda la definición de desplazado, fundamental para definir la población objeto de la política, sino porque contempla elementos relacionados con  la estructura y dinámica de funcionamiento del Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada - SNAIPD y del Plan Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada; establece las diferentes fases de prevención y atención del desplazamiento y los componentes de la misma.  Finalmente establece el procedimiento para el acceso a los beneficios consagrados para la población desplazada.

Mediante la Ley 387 de 1997, el Estado Colombiano reconoció la responsabilidad jurídica y política que le atañe para la prevención y atención del fenómeno del desplazamiento forzado por la violencia, constituyéndose en el marco de política que establece las competencias de las entidades para el efecto.

Acatando las orientaciones de las Misiones Internacionales que estuvieron en Colombia para analizar la situación del fenómeno del desplazamiento en 1993 y 1997, Colombia acogió en su mayor parte la definición utilizada por la consulta permanente sobre desplazamiento interno en las Américas cuando desarrolló dos misiones in situ sobre el desplazamiento interno en Colombia que definieron el concepto de desplazado y unos lineamientos generales de principios rectores de la política sobre la atención a la población desplazada, dentro de los cuales se resalta la responsabilidad del Estado de propiciar condiciones que faciliten la convivencia entre los colombianos, la equidad y la justicia social.

Adicionalmente, Colombia contó con la presencia activa  del Representante del Secretario General de las Naciones Unidas, señor Francis M. Deng quien visitó a Colombia en el año   de 1994  para proponer y sugerir medios,  mecanismos y alianzas entre el sector público y privado orientadas a ofrecer asistencia y protección a las personas desplazadas. Posteriormente, en mayo del año 1999  regresó al país para constatar y evaluar la situación de la población desplazada y  divulgar  los principios rectores para los desplazados internos en el mundo. En la revisión sobre la legislación interna colombiana, en particular la ley 387, se comprobó que  Colombia había recogido los principios rectores del desplazamiento que fueron aprobados formalmente por las Naciones Unidas en el año 1998.

Ahora bien, uno de los avances más importantes en lo que a marco normativo se refiere ha sido la promulgación del Decreto 250 de 2005, el cual adopta el “Plan Nacional para la Atención Integral a la Población Desplazada”, mediante el cual se busca que a través del desarrollo de las fases de atención (Prevención y Protección, Atención Humanitaria de Emergencia y Estabilización socio-económica) se de una respuesta oportuna a las necesidades de los hogares víctimas del desplazamiento forzado interno, partiendo de los principios orientadores y de intervención que dan el enfoque misional a los diferentes procesos que se generarán a partir de la puesta en marcha del Plan.

Si bien el Estado Colombiano, a través de las ramas ejecutiva y legislativa del poder público, ha establecido estrategias encaminadas a mitigar este flagelo, la rama judicial también ha analizado la afectación  de derechos que se produce con el desplazamiento forzado por la violencia, profiriendo diferentes fallos judiciales, siendo el más importante de todos la sentencia de tutela T-025 de 2004, mediante el cual Corte Constitucional de Colombia, estableció pautas direccionadas a la mejora constante en la atención y restablecimiento de los derechos vulnerados de este grupo poblacional.  

Estas pautas establecidas por la Corte Constitucional han significado el replanteamiento de las estrategias institucionales principalmente en los siguientes aspectos: 

· Recursos destinados para la prevención y atención al desplazamiento forzado por la violencia 

· Capacidad institucional tanto del orden nacional como del territorial para atender de manera oportuna y adecuada a la población en situación de desplazamiento

· Participación efectiva de la población en situación de desplazamiento en la formulación de políticas públicas estructuradas para la prevención y a tención de este fenómeno

· Formulación de indicadores que midan el goce efectivo de los derechos de la población 

· Aplicación de enfoques diferenciales y territoriales en las políticas públicas de prevención y atención al desplazamiento forzado. 

· Atención de manera oportuna y adecuada de la población, en cumplimiento de los deberes constitucionales de las autoridades frente a obligaciones de carácter prestacional, precisando los niveles mínimos de protección de derechos que deben ser garantizados.

En el marco del seguimiento a esta sentencia, la Honorable Corte Constitucional ha emitido los Autos 176, 177 y 178 de 2005, 218, 266, 333, 334, 335, 336 y 337 de 2006 y 027, 058, 081, 082, 101, 102, 109, 121, 130,131, 167, 169, 170, 171, 200, 206, 207, 208, 219, 233, 234, 236, 248, 249, 250, 251 de 2007. 
Gracias a todos los elementos mencionados hoy en día “Colombia tiene hoy el más avanzado y sofisticado marco jurídico en relación con la afirmación de los derechos de las personas desplazadas. Este marco jurídico e institucional, hay que señalarlo de forma clara e inequívoca, posee un valor que no es solamente para Colombia, sino que debe ser un caso tenido en cuenta en el análisis del derecho internacional comparado, en relación con otras situaciones que enfrentamos en varias partes del mundo
.”

2. Fases de Atención

La atención integral brindada a través de las 17 entidades que conforman el Sistema Nacional de Atención Integral a Situación Desplazada – SNAIPD-, se compone de tres fases explicadas de la siguiente manera en el decreto 250 de 2005:

i) Prevención y protección: Las acciones de prevención y protección que forman parte del conjunto de esfuerzos para enfrentar la problemática del desplazamiento forzado por la violencia, están dirigidas a impedir el impacto de la violencia en las poblaciones donde existe el riesgo de ocurrencia de eventos de desplazamiento o a mitigar los efectos adversos a aquellas personas que se encuentran afectadas por esta situación.

ii) Atención Humanitaria: Comprendida como el conjunto de acciones encaminadas a socorrer, asistir y proteger a la población desplazada en el momento inmediatamente posterior al evento de desplazamiento y a atender sus necesidades de alimentación, aseo personal, manejo de abastecimientos, utensilios de cocina, atención médica y psicológica, transporte de emergencia y alojamiento transitorio en condiciones dignas.

iii) Estabilización Socioeconómica: En esta fase se promoverán acciones y medidas de mediano y largo plazo con el propósito de generar condiciones de sostenibilidad económica y social para la población desplazada en el marco de: i) el retorno voluntario al lugar de origen, ii) la reubicación voluntaria, entendida como la estabilización en un lugar diferente a su lugar de origen, o bien como la decisión de quedarse en el sitio inicial de llegada.

Se entiende como estabilización socioeconómica la generación de medios para crear alternativas de reingreso de la población afectada por el desplazamiento a redes sociales y económicas que le ofrecen los territorios en donde la población retorna o se reubica.
Tal y como se evidencia en los párrafos anteriores, la finalidad del Gobierno es suplir de la mejor manera posible las necesidades de las personas en situación de desplazamiento y restablecer el goce efectivo de sus derechos.

3. Evolución  y causas del fenómeno del desplazamiento

Gráfico 1
Dinámica del desplazamiento en Colombia 1995-2007 

[image: image17.wmf]45.644

51.079

9.604

2.465

596

56

9.394

73.835

60.285

53.149

90.475

53.192

48.620

0

10.000

20.000

30.000

40.000

50.000

60.000

70.000

80.000

90.000

100.000

1995

1996

1997

1998

1999

2000

2001

2002

2003

2004

2005

2006

2007*

por número de hogares

[image: image18.wmf]214.688

228.573

419.186

227.050

299.602

361.383

35.106

261

2.736

12.023

39.230

201.104

184.343

0

100.000

200.000

300.000

400.000

500.000

1995

1996

1997

1998

1999

2000

2001

2002

2003

2004

2005

2006

2007*

No de Personas


*  Esta cifra puede cambiar toda vez que las personas tienen 12 meses para acudir  a registrase en el RUPD

Fuente: Acción Social. RUPD

El desplazamiento forzado ha venido modificando su dinámica (ver gráfico 1). El mayor pico en la historia del país se registró durante el 2002, año en el cual se inició la implementación de la política de Seguridad Democrática; en ese año el número de hogares desplazados registrados en el Sistema Único de Registro (SUR)
 ascendió a 90.475. 

Para el  2003, el desplazamiento mostró una  tendencia a la baja; en ese año se presentó una disminución en el registro de personas desplazadas, pues se registró sólo el 46% con respecto al año anterior. Sin embargo, la tendencia a la baja se modificó durante el año 2004, cuando el registro de desplazados aumentó en un 5%; para 2005 el ritmo de crecimiento se mantuvo, evidenciando un incremento del 4% y finalmente en 2006 la intensidad del fenómeno se ha mantenido estable.

En general, puede observarse que el nivel de desplazamiento se ha mantenido relativamente constante entre el 2003 y el 2006, con un promedio anual de 51.510 hogares expulsados de sus territorios, equivalente a un poco más de la mitad de los desplazamientos registrados durante el 2002
. Por número de personas desplazadas, en el gráfico 2 se presenta la evolución en el mismo período y este conteo permite estimar en 2.359.838 el número de personas desplazadas en Colombia. 
Alrededor de las cifras del período 1995 a 1999 es necesario aclarar que en estos años se presentaron los primeros intentos en la obtención de información sobre desplazamiento; actividad inicialmente realizada por el hoy Ministerio del Interior y de Justicia, la cual carecía completamente de formatos, controles y procedimientos, conduciendo a subjetividad en la toma de la declaración, originando grandes faltantes de información relevante. 
Gráfico 2

Dinámica del desplazamiento en Colombia 1995-2007 

por número de personas
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La evolución reciente del desplazamiento

Otro elemento importante para el análisis de la evolución reciente del desplazamiento es la cartografía. Para ello, se presentan dos mapas que reflejan la localización e intensidad del desplazamiento en los períodos 2000-2002 (mapa 1) y  2003-2007 (mapa 2).
Desde mediados de la década de los 90 se observa que el fenómeno del desplazamiento en Colombia se ha vivido con mayor intensidad en los departamentos de Antioquia y Bolívar, de donde se han expulsado entre el año 1995 y 2007 un total de 75.914 y 44.320 hogares respectivamente. Adicionalmente, se observa que las regiones de expulsión más críticas se ubican hacia el norte y el sur del país, específicamente en los departamentos de Córdoba, Sucre, Cesar, Bolívar y Magdalena; y Putumayo, Caquetá y Meta respectivamente.

Mapa 1

Cartografía del desplazamiento en Colombia en el período 2000-2002

por número de hogares
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	INTENSIDAD

	Departamento
	
	Tasa de expulsión 

por cada 1000 hab.

	Sucre
	
	66

	Caquetá 
	
	91

	Putumayo
	
	141

	Chocó
	
	146

	PRESION

	Departamento
	
	Tasa de recepción 

por cada 1000 hab.

	Caquetá
	
	52

	Putumayo
	
	71

	Chocó
	
	99

	Sucre
	
	103

	No. total desplazados 224.595 hogares


Mapa 2

Cartografía del desplazamiento en Colombia en el período 2003-2007

por número de hogares
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	INTENSIDAD

	Departamento
	
	Tasa de expulsión 

por cada 1000 hab.

	Arauca
	
	103

	Putumayo
	
	151

	Caquetá
	
	159

	Guaviare
	
	219

	PRESION

	Departamento
	
	Tasa de recepción 

por cada 1000 hab.

	Meta
	
	58

	Caquetá
	
	93

	Putumayo
	
	95

	Guaviare
	
	105

	No. total desplazados 218.758 hogares


3.1. Factores asociados al desplazamiento

Históricamente los grupos contendientes en una determinada confrontación armada buscan el control político, económico y social sobre la mayor cantidad de territorios en una determinada región. Para esto, los grupos armados ilegales emplean amenazas directas hacia la población civil, mediante la ejecución de actos terroristas, la toma de municipios y el reclutamiento forzoso, entre otros, al mismo tiempo que se presentan enfrentamientos con otros grupos armados irregulares y con las fuerzas del Estado. En muchos de estos sucesos la población civil está en el medio y se ve forzada a abandonar los territorios que ha habitado por largo tiempo.

Adicionalmente, los grupos armados al margen de la ley buscan hacerse con el control de territorios que cuenten con alta presencia de cultivos ilícitos y/u otros recursos estratégicos como petróleo, carbón y/o esmeraldas, ya sea mediante la compra de estos a sus propietarios, o mediante su expulsión violenta.

Gráfico 3

Concentración de factores asociados al desplazamiento en los cinco principales departamentos de expulsión 2000 -2007
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Departamentos expulsores 


 ANTIOQUIA – BOLÍVAR – CAQUETÁ – MAGDALENA  - CESAR

Fuente: Observatorio de Minas -  Observatorio de DD.HH – SIMCI.

Recientemente, a los factores causantes del desplazamiento mencionados se han sumado otros que obedecen a situaciones de coyuntura de los últimos años, como estos:

· Intensificación de la actividad armada por enfrentamientos entre grupos al margen de la ley.

· Disputa por zonas estratégicas para el narcotráfico (caso especial Buenaventura).

· Actos terroristas para contrarrestar las operaciones de erradicación de cultivos ilícitos (caso especial de Vistahermosa).

· Surgimiento de bandas emergentes tras la desmovilización de las autodefensas.
Gráfico 4

Autores del desplazamiento

Corte: 31 de diciembre de 2007
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Fuente: Registro Único de Población Desplazada (RUPD). Acción Social.

Los dos últimos gráficos muestran el tipo de desplazamiento actual, con la salvedad de las limitaciones existentes en el registro. Según la información proporcionada por las personas desplazadas al momento de registrarse, el 25% de los desplazamientos son originados por grupos guerrilleros, el 12,75% por los grupos paramilitares. 

4. Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada

Para abordar el problema del desplazamiento forzado por la violencia en Colombia, a través de la ley 387 de 1997, se creó el  Sistema Nacional de Atención Integral a Población Desplazada - SNAIPD con el objetivo de: a) atender integralmente, b) neutralizar y  mitigar los efectos de la violencia, c) integrar los esfuerzos públicos y privados para la prevención y atención a situaciones de desplazamiento, y d) garantizar un manejo oportuno y eficiente de todos los recursos humanos, técnicos, administrativos y económicos.

El SNAIPD es la herramienta política y operativa que se expresa funcionalmente en un conjunto de entidades públicas y privadas que tienen por finalidad la implementación de la política estatal diseñada en favor de las personas en situación de desplazamiento. El SNAIPD es de doble dinámica: descentralizado para diseñar y operar los programas y proyectos de acuerdo con las necesidades del contexto y centralizado para la formulación de las líneas de política a través del Consejo Nacional y sus instancias de coordinación.

Su objetivo principal es prevenir y mitigar el desplazamiento, garantizar recursos e integrar esfuerzos para atender a la población sujeto, en las fases de prevención y protección, atención humanitaria y estabilización socioeconómica.

El SNAIPD  en su estructura sistémica está organizado en dos formas básicas, la primera a nivel nacional para el diseño y designación presupuestal de la política pública de atención a la población desplazada y la segunda hace referencia al nivel territorial donde se operativiza la política en concurrencia con las entes territoriales.

Las entidades que conforman el SNAIPD deben garantizar la prestación de servicios y programas para atender a los hogares desplazados, de acuerdo con su competencia:

	ENTIDAD
	COMPETENCIAS

	Ministerio del Interior y de Justicia
	Trabaja en 4 líneas con el SNAIPD: 

1.- Como Secretario Técnico del Consejo Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada, convoca y hace seguimiento a las acciones de política emanadas del mismo. 

1.- A través de la dirección de Asuntos Territoriales y orden público, genera mayores compromisos de los entes territoriales., mediante la exhortación de la corresponsabilidad política y presupuestal de las autoridades locales.. 

2.- Promover políticas de protección y prevención de Derechos Humanos y DIH a través de Autoridad local, el  Min. Interior y la Vicepresidencia buscarán la garantía de seguridad para la población desplazada.

3.- Direccionamiento y trasversalización de la política étnica a través de la dirección de etnias. 



	Ministerio de Hacienda y Crédito Público
	Establecer políticas de disposición presupuestal que beneficien los programas y proyectos de las instituciones para la atención a la población en riesgo o situación de desplazamiento.


	Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional
	Coordinar el sistema Nacional de Atención a la Población Desplazada. Sistema de registro de la población desplazada. Atender con especial énfasis la AHE y propiciar mediante la gestión la estabilización social y económica de la Población Desplazada.

	Departamento Nacional de Planeación


	Genera herramientas para seguimiento, planeación y consecución de recursos, que faciliten la operacionalización de la política pública

	Ministerio de la Protección Social
	Director de la política de seguridad social del País. Trabaja descentralizadamente con las secretaría territoriales de Salud y en el sector del trabajo dispone de oficinas a nivel nacional. De esta manera garantiza el acceso a los servicios de asistencia en salud integral de acuerdo a la normatividad vigente. Programas laborales especiales para Población en situación de desplazamiento

	ICBF
	Vincular de manera prioritaria a la población desplazada a los proyectos  de Asistencia social familiar y comunitaria. Complementar la atención  enfatizando en los menores, madres gestantes, lactantes, adultos mayores y madres cabeza de familia



	SENA


	Acceso a jóvenes y adultos a programas de emprendimiento, capacitación técnica laboral, orientación vocacional para la producción y formulación de proyectos



	Ministerio de Educación
	Responsable de direccionar la política educativa del país. Trabaja de manera descentralizada con las Secretarías Territoriales de Educación para garantizar la  adopción de programas educativos especiales y garantizar el acceso a cupos educativos.  

	Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural/ Banco Agrario
	Responsable de la formulación y direccionamiento de la política rural del país. Y como tal formula políticas encaminadas a la generación de ingresos del sector rural y puntualmente direcciona el programa de vivienda rural de la población vulnerable y desplazada. 

	INCODER
	Bajo su responsabilidad se encuentra la ejecución de los programas de desarrollo rural del país (tierras, infraestructura, pesca y acuicultura, proyectos productivos)  Frente a la población en situación de desplazamiento, trabaja programas de tierras (protección, adjudicación y permuta), saneamiento, ampliación y constitución de resguardos indígenas, saneamiento y constitución de territorios comunales afros, programas de proyectos productivos rurales.  

Tiene bajo su responsabilidad la administración del Registro Único de Predios abandonados de la Población Desplazada. 

	FINAGRO/ Banco Agrario
	Líneas especiales de crédito rural



	Ministerio de Ambiente, vivienda y Desarrollo Territorial 
	Desarrollo de Políticas y Programas en acceso de la población a una solución de vivienda (urbana y rural).

	Ministerio de Comercio, Industria y Turismo
	Desarrollo de políticas y programas de proyectos productivos para la población desplazada en el ámbito urbano

	BANCOLDEX
	Líneas especiales de crédito urbano

	FOMIPYME
	Es un fondo que hace parte del Ministerio de Comercio, para el fomento y promoción de la micro, pequeña y mediana empresa de población en situación de desplazamiento.

	Ministerio de Defensa Nacional


	Participar en la definición, desarrollo y ejecución de las políticas de defensa y seguridad nacionales, para la prevención, atención, protección y estabilización de la población en situación de desplazamiento.

	Programa Presidencial para DDHH y DIH
	Diseño de programas de divulgación de normas de DIH y DDHH.

	Ministerio Público
	Toma de declaraciones y evaluación y seguimiento de la política publica.


Para que las competencias, programas y servicios que ofrecen las instituciones no sean de manera aislada y que respondan a una atención integral el Sistema se organiza en instancias de coordinación, para planificar y hacer seguimiento a las políticas y programas brindados a la población en situación de desplazamiento.

En el ámbito nacional las instancias de coordinación que posibiliten el diseño, ejecución y seguimiento de la política publica de atención al desplazamiento se redefinen en el decreto 250 de 2.005, donde la máxima autoridad esta representada en el Consejo Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada.

	INSTANCIAS DE COORDINACIÓN


	MECANISMO DE OPERACION

	Consejo Nacional
	Órgano consultivo y asesor, encargado de formular la política y garantizar la asignación presupuestal de los programas que las entidades responsables del funcionamiento del Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada por la violencia, tienen a su cargo.



	Mesas Nacionales
	Instancia Técnica de coordinación que genera insumos para el diseño y construcción de la política pública, operativizando los lineamientos generales del Plan Nacional, desarrollando mecanismos de monitoreo, seguimiento y evaluación de los planes operativos en el marco de  sus competencias.



	Secretarias Técnicas
	Instancia que acompaña y apoya técnica y operativamente las instancias de coordinación del SNAIPD facilitando su funcionamiento.



	Comité Técnico
	Instancia de coordinación que tiene como propósito fundamental apoyar las funciones del Consejo Nacional para el cumplimiento y seguimiento al Plan Nacional, decretos y normatividad existente en materia de atención a población en situación de desplazamiento. Esta conformada por los secretarios técnicos de las Mesas Nacionales, Planeación Nacional y Acción Social



	Comité Jurídico
	Instancia asesora del Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada en materia jurídica. Conformada por los Jefes de las Oficinas Jurídicas del SNAIPD. 



	Comité de Sistemas de Información
	Instancia asesora del SNAIPD para  la construcción de mecanismos y procedimientos en el manejo de la información para el seguimiento y monitoreo de la política pública


Dentro del Sistema, la entidad encarga de la Coordinación del SNAIPD es ACCION SOCIAL, entendiendo 
por coordinar el disponer, concertar y promover de forma organizada y metódica las acciones encaminadas hacia  un fin común; Acción Social gestiona y gerencia para que la articulación del Sistema se pueda lograr no solo desde la elaboración de planes y proyectos sino desde brindar atención oportuna a la población en situación de desplazamiento, generando canales de comunicación y brindando acompañamiento y asesoría técnica al SNAIPD. 

5. Indicadores de Goce Efectivo de Derechos
Los indicadores de Goce Efectivo de Derechos son instrumentos de medición diseñados con el propósito de valorar, en el hogar, el impacto de la política pública de atención a la PD en cuanto a la generación de condiciones para superar esta condición. Su unidad de medida es binaria cuyos valores posibles serán ‘Si’ cuando la persona o familia reporta el cumplimiento del criterio fijado para cada derecho y ‘No’ cuando reporte cosa diferente. Estos indicadores serán medidos en cada una de las fases de la siguiente manera:
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Fase de prevención
Se medirán indicadores sectoriales en tres temas ejes de la política: seguridad, tierras y justicia.

Fase de Emergencia

Se medirán los indicadores de GED  en relación a la subsistencia mínima con los componentes de ayuda inmediata, alojamiento, alimentación, vestuario y salud en la urgencia. Se busca que el hogar en situación de emergencia o vulnerabilidad extrema tenga cubierta sus necesidades básicas y protegidos sus derechos hasta que éste logre su autosostenimiento.

Fase de estabilización socioeconómica
En la fase de Estabilización se busca medir los indicadores de GED, como un conjunto integrado de valoraciones que arrojarán información sobre la situación del hogar en referencia al ejercicio efectivo de sus derechos en las diferentes dimensiones. La medición de estos indicadores se realizará tanto para los hogares que efectúen procesos de retorno como para aquellos que decidan reubicarse.

6. Política de atención: avances

La ley 387 de 1997 formula la política de atención a la población desplazada, que es reglamentada en parte por el Decreto 250 de febrero de 2005 en la formulación del “Plan Nacional para la Atención Integral a la Población Desplazada”. Este decreto busca que, a través del desarrollo de las fases de atención (prevención y protección, atención humanitaria de emergencia y estabilización socioeconómica), se dé una respuesta oportuna a las necesidades de los hogares víctimas del desplazamiento forzado interno, partiendo de los principios orientadores y de intervención que dan el enfoque misional a los diferentes procesos que se generan a partir de la puesta en marcha del plan.

Las tres fases de atención buscan objetivos diferentes pero complementarios; de esta forma, la fase de prevención y protección pretende prevenir los efectos generados por  la violencia en poblaciones con alto riesgo  de desplazamiento, o mitigarlos donde haya ocurrido; la fase de atención humanitaria de emergencia busca crear acciones de socorro y atención a población desplazada para atender sus necesidades básicas (derecho a la  subsistencia mínima) y, por último, la estabilización socioeconómica promueve acciones y medidas de mediano y largo plazo para generar condiciones de sostenibilidad económica y social.

En materia de prevención y protección, la aplicación de la política de atención a la población en situación de desplazamiento en el cuatrienio 2002-2006, le ha permitido al país una mejora sustantiva, que se refleja en los siguientes indicadores: reducción en el número de personas desplazadas nuevas registradas cada año, pasando  de un total de 419.186 personas registradas en el RUPD en el año 2002, a 201.104 en 2004 y un acumulado a diciembre 31 de 2007 de 184.343
. 

Esta tendencia decreciente ha sido el resultado de la puesta en marcha del Plan Nacional de Desarrollo “Hacia un Estado Comunitario 2002-2006”, materializando el objetivo de brindar seguridad democrática al garantizar la presencia de la fuerza pública en todos los municipios colombianos. 

Gráfico 5

Tendencia en número de homicidios en Colombia 1998-2007
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Fuente: Observatorio de Derechos Humanos. Corte enero 2008

Como muestra el gráfico 5, los homicidios en el país se redujeron en un 40% entre el 2002 y el 2007. Por su parte, como lo muestra el gráfico 10, en el mismo período las masacres se redujeron en un 77%.
Gráfico 6
Atentados terroristas
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Fuente: CIC - DIJIN Policía Nacional. 

Gráfico 7

Número de masacres en Colombia en el período 2002-2007
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Fuente: Observatorio de Derechos Humanos – Corte: enero 2008

Se ha logrado avanzar en el control territorial por parte las fuerzas armadas legítimas del Estado, desarrollando acciones de seguridad y defensa para toda la ciudadanía en todas las municipalidades. También se ha propendido por la protección y promoción de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario, estableciendo estrategias dirigidas a prevenir y, de igual forma, mitigar los efectos de la violencia sobre la población civil, aspecto este que ostenta la condición de principal fuente generadora del desplazamiento interno.

El Ministerio del Interior y de Justicia ha desarrollado acciones de política puntuales para lograr la protección de líderes de la población en situación de desplazamiento; lo mismo ha hecho el Ministerio de Defensa Nacional que en la planeación y ejecución de sus operaciones, prevé la protección a la población civil. Se han impartido también directrices en las Circulares Ministeriales 2064 de 2003 y 151 de 2004 para protección de minorías étnicas. En el caso de los retornos se diseñó un protocolo de seguridad que se viene aplicando en los procesos de retorno y reubicación registrados en el RUPD.

Una de las principales acciones adelantadas en materia de coordinación interinstitucional, es la creación en mayo de 2004 del Centro de Coordinación y Acción Integral, liderado por Acción Social, a través del cual se ejecutan  acciones que garantizan el desarrollo social y económico, y fortalecen la institucionalidad en zonas prioritarias en el territorio nacional y en las principales regiones de expulsión de población desplazada. 

Estas zonas han sido recuperadas por la fuerza pública dentro de la política de defensa y seguridad democrática, reconociendo que, en algunas de ellas,  no existía mayor garantía para proteger los derechos de los ciudadanos y la preservación del estado de derecho. La presencia efectiva del Estado coordinado en su conjunto, permite avanzar en la prevención, atención humanitaria de emergencia y restablecimiento social y económico de la población con mayor riesgo de desplazamiento.

En atención humanitaria de emergencia, los resultados evidencian un avance importante en la coordinación de las entidades del Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada (SNAIPD), responsables de garantizar a la población en situación de desplazamiento el goce efectivo de sus derechos a la dignidad e integridad física, psicológica y moral, a la familia y a la unidad familiar, y el derecho a la subsistencia mínima. Prueba de ello es la cobertura actual de 82% relativa al número total de familias que han recibido atención humanitaria con respecto al  total de familias desplazadas incluidas en el RUPD.

Gráfico 8
Hogares atendidos con AHE vs. Hogares incluidos en el RUPD

2002-2007
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En atención humanitaria, se destaca la implementación del  acompañamiento psicosocial, el plan de vida y la orientación ocupacional, recientemente incluidos, puesto que permiten intervenir a nivel personal, familiar y comunitario, buscando restablecer el equilibrio emocional de las personas, así como de sus redes sociales, y su capacidad para adaptarse a un nuevo contexto, en ocasiones muy diferente al que estaban acostumbradas. 

La idea de una atención asistencialista dedicada a la entrega de alimentos y elementos de aseo ha quedado atrás. La integralidad actual de los programas permite que las familias sean protagonistas de su propio restablecimiento, al generar condiciones para superar su difícil situación y asumir de manera autónoma el curso de sus vidas.

En estabilización socioeconómica los principales avances se presentan en materia de salud y educación. En los otros componentes como generación de ingresos, capacitación laboral, vivienda y tierras se ha presentado un repunte en los dos últimos años, particularmente en asignación de recursos y ampliación de cobertura; sin embargo, los esfuerzos son aún insuficientes ante la magnitud del problema y de las necesidades de la población. El plan de acción planteado por el gobierno nacional da prioridad a las acciones en estos componentes de la política.

Sobre estos avances particulares, es necesario hacer referencia al estudio “Evolución de la situación de los desplazados entre el 2003 y el 2007” contratado por el Gobierno Nacional y realizado por la firma Econometría el cual sobre la base de seis estudios realizados sobre la situación de los desplazados a nivel nacional realizados entre el 2003 y el 2007 en los municipios de llegada, presenta evidencia sobre la situación de calidad de vida y sobre algunos indicadores de la extensión del goce efectivo de derechos de la población desplazada en la actualidad.
Es pertinente resaltar que los estudios cubrieron un total de un total de 176 municipios con 225.948 familias desplazadas, que constituyen una muestra estadísticamente representativa para determinar las condiciones de vida de la población en situación de desplazamiento.
Tasa de asistencia escolar de niños de 5-11 años (%)

	
	PMA
2003
	PM 
2005
	FUPAD-OIM 2005
	CICR-PMA 2007
	CHF-AS
2007

	Por año de desplazamiento

	2001
	90%
	99%
	94%
	95%
	98%

	2002
	87%
	99%
	96%
	93%
	98%

	2003
	79%
	99%
	94%
	91%
	98%

	2004
	 
	99%
	92%
	86%
	97%

	2005
	 
	98%
	87%
	86%
	97%

	2006
	 
	 
	 
	88%
	98%

	Por Tamaño de Ciudad de Destino

	Menos de 30,000 hab.
	 
	99%
	94%
	 
	 

	Entre 30,000 y 200,000 hab.
	 
	100%
	94%
	91%
	100%

	Más de 200,000 hab.
	 
	98%
	93%
	96%
	97%

	Por Región de Destino

	Antioquia
	88%
	99%
	88%
	76%
	 

	Costa Atlántica
	88%
	99%
	94%
	98%
	98%

	Oriental
	92%
	98%
	94%
	96%
	96%

	Central
	90%
	100%
	88%
	96%
	100%

	Occidental
	80%
	99%
	96%
	 
	95%

	Territorios Nacionales
	94%
	 
	94%
	 
	 

	General
	88%
	99%
	93%
	91%
	97%


Fuente: Econometría S.A.

Tasa de asistencia escolar de jóvenes de 12-17 años (%)

	 
	PMA 
2003
	PMA             2005
	FUPAD-OIM 2005
	CICR-PMA 2007
	CHF-AS  2007

	Por año desplazamiento

	2001
	46%
	58%
	51%
	70%
	91%

	2002
	48%
	58%
	54%
	66%
	91%

	2003
	50%
	61%
	53%
	61%
	89%

	2004
	 
	64%
	57%
	69%
	93%

	2005
	 
	77%
	59%
	65%
	89%

	2006
	 
	 
	 
	64%
	88%

	Por Tamaño de Ciudad de  Destino

	Menos de 30,000 hab.
	48%
	57%
	60%
	 
	 

	Entre 30,000 y 200,000 hab.
	47%
	58%
	52%
	66%
	86%

	Más de 200,000 hab.
	47%
	67%
	50%
	62%
	89%

	Por Región de Destino

	Antioquia
	47%
	53%
	44%
	79%
	 

	Costa Atlántica
	49%
	65%
	57%
	60%
	89%

	Oriental
	47%
	71%
	57%
	59%
	90%

	Central
	49%
	50%
	53%
	62%
	100%

	Occidental
	41%
	58%
	51%
	 
	88%

	Territorios Nacionales
	57%
	 
	57%
	 
	 

	General
	47%
	61%
	53%
	66%
	89%


Fuente: Econometría S.A.

Tasa de afiliación al SGSS en Salud (%)

	 
	PMA
2003
	PMA 
2005
	FUPAD-OIM 2005
	CICR-PMA 2007
	CHF-AS  2007

	Por año desplazamiento

	2001
	 
	 
	48%
	71%
	67%

	2002
	 
	 
	46%
	67%
	68%

	2003
	 
	 
	56%
	70%
	81%

	2004
	 
	 
	55%
	66%
	72%

	2005
	 
	 
	66%
	67%
	77%

	2006
	 
	 
	 
	59%
	71%

	Por Tamaño Ciudad de  Destino

	Menos de 30,000 hab.
	 
	 
	36%
	 
	 

	Entre 30,000 y 200,000 hab.
	 
	 
	47%
	78%
	75%

	Más de 200,000 hab.
	 
	 
	61%
	67%
	74%

	General
	 
	 
	51%
	67%
	74%

	Por Región de Destino

	Antioquia
	 
	 
	23%
	 
	 

	Costa Atlántica
	 
	 
	45%
	61%
	69%

	Oriental
	 
	 
	65%
	75%
	82%

	Central
	 
	 
	50%
	78%
	78%

	Occidental
	 
	 
	57%
	 
	81%

	Territorios Nacionales
	 
	 
	27%
	 
	 

	General
	 
	 
	51%
	67%
	74%


Fuente: Econometría S.A.

Proporción de Hogares por debajo de la Línea de Indigencia.
	 
	PMA
2003
	PMA
2005
	FUPAD-OIM
2005
	CICR-PMA
2007
	CHF-AS 
2007

	Por año desplazamiento

	2001
	93,6
	80,7
	67,7
	49,4
	45,3

	2002
	92,8
	81,0
	64,2
	52,1
	38,2

	2003
	97,2
	86,5
	64,8
	58,6
	57,8

	2004
	 
	82,3
	68,4
	59,1
	45,3

	2005
	 
	72,2
	69,5
	58,1
	41,0

	2006
	 
	 
	 
	59,9
	37,4

	Por Tamaño de Ciudad

	Menos de 30,000 hab.
	96,4
	85,7
	65,3
	 
	 

	Entre 30,000 y 200,000 hab.
	92,9
	84,9
	64,4
	68,3
	55,8

	Más de 200,000 hab.
	93,2
	77,0
	68,0
	55,0
	37,4

	Por Región de Destino

	Antioquia
	94,4
	83,1
	75,3
	67,0
	 

	Costa Atlántica
	94,7
	79,6
	55,2
	49,4
	41,9

	Oriental
	93,8
	81,8
	75,8
	48,9
	21,1

	Central
	95,0
	80,0
	75,1
	68,3
	44,4

	Occidental
	86,7
	87,7
	62,2
	 
	66,7

	Territorios Nacionales
	98,0
	 
	58,4
	 
	 

	General
	93,4
	82,1
	66,3
	55,9
	41,2


Fuente: Econometría S.A.

Proporción de hogares con acceso a Agua Potable  (%)

	 
	PMA
2003
	PMA
2005
	FUPAD-OIM
2005
	CICR-PMA 2007
	CHF-AS  2007

	 Por año de desplazamiento

	2001
	99%
	86%
	88%
	96%
	100%

	2002
	92%
	81%
	84%
	97%
	100%

	2003
	93%
	82%
	86%
	96%
	100%

	2004
	 
	92%
	87%
	95%
	100%

	2005
	 
	93%
	89%
	95%
	100%

	2006
	 
	 
	 
	97%
	100%

	Por Tamaño Ciudad de Destino

	Menos de 30,000 hab.
	96%
	88%
	95%
	 
	 

	Entre 30,000 y 200,000 hab.
	91%
	80%
	74%
	98%
	100%

	Más de 200,000 hab.
	98%
	89%
	89%
	96%
	100%

	 Por Región de Destino

	Antioquia
	97%
	97%
	46%
	97%
	 

	Costa Atlántica
	100%
	99%
	99%
	99%
	100%

	Oriental
	96%
	96%
	99%
	88%
	100%

	Central
	99%
	98%
	93%
	98%
	100%

	Occidental
	79%
	40%
	83%
	 
	100%

	Territorios Nacionales
	100%
	 
	83%
	 
	 

	General
	95%
	85%
	85%
	96%
	100%


Fuente: Econometría S.A.

Proporción de hogares que habitan legalmente su vivienda (%)

	 
	PMA
2003
	PMA
2005
	FUPAD-OIM 2005
	CICR-PMA 2007
	CHF-AS 2007

	Por año de desplazamiento

	2001
	35%
	29%
	39%
	37%
	57%

	2002
	48%
	36%
	31%
	40%
	58%

	2003
	38%
	37%
	4ñp0%
	44%
	64%

	2004
	 
	38%
	44%
	48%
	53%

	2005
	 
	57%
	45%
	51%
	59%

	2006
	 
	 
	 
	55%
	70%

	Por Tamaño de Ciudad de Destino

	Menos de 30,000 hab.
	39%
	47%
	57%
	 
	 

	Entre 30,000 y 200,000 hab.
	45%
	37%
	36%
	42%
	34%

	Más de 200,000 hab.
	39%
	29%
	30%
	45%
	63%

	Por Región de Destino

	Antioquia
	48%
	67%
	39%
	49%
	 

	Costa Atlántica
	26%
	31%
	15%
	40%
	51%

	Oriental
	41%
	36%
	25%
	49%
	78%

	Central
	59%
	65%
	41%
	42%
	89%

	Occidental
	62%
	17%
	37%
	 
	79%

	Territorios Nacionales
	43%
	 
	62%
	 
	 

	General
	42%
	36%
	38%
	45%
	61%


Fuente: Econometría S.A.
Ahora bien, hay otros avances como entidad que vale la pena resaltar como:

· Familias en Acción Desplazadas:
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Fuente: Programa Familias en Acción Desplazadas
A 31 de Diciembre, 172.637 familias han sido liquidadas por el programa.

· Red de Seguridad Alimentaria:
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Fuente: Programa RESA
· Reconstrucción de Municipios:
Entre 2002 y 2007 se han adelantado trabajos de reconstrucción en 292 municipios y 7.553 viviendas que habían sido destruidos en actos terroristas.
· Apoyo a Víctimas de la Violencia

76.294 familias (15.422 Desplazadas) han sido beneficiarias de las dos modalidades, con una inversión de US$ 209.2 millones. (US$ 46.1 millones Desplazadas) 

7. Evolución de la política de atención y ruta 2007-2010
El gobierno nacional entiende que la superación de lo que la Corte Constitucional ha denominado el estado de cosas inconstitucional, constituye un reto para todas las autoridades del Estado. Por esta razón, desde el diseño y ejecución de la política, se debe propender por involucrar a todas las instituciones del Estado y a todos los órdenes territoriales en el mejoramiento continuo de una respuesta orientada a alcanzar la mayor efectividad en la protección de los derechos de la población desplazada.

El objetivo de la política de atención durante este gobierno, tal y como lo señala la ley de Plan Nacional de Desarrollo, es lograr soluciones duraderas que permitan la integración o reintegración socioeconómica de la población desplazada, la cual  puede darse bien sea con el retorno o con la  reubicación. Para que este objetivo sea efectivo, el gobierno nacional buscará generar las condiciones para que toda la población en situación de desplazamiento goce del mínimo de protección de sus derechos. Esto implica avanzar significativamente en la superación de las causas que dieron origen al desplazamiento, y en el restablecimiento de los derechos vulnerados.

El gobierno nacional reconoce que la población desplazada se encuentra en una situación de debilidad manifiesta ya que, además de enfrentar la vulneración de los derechos a la vida, a la integridad, a la libertad y a la seguridad personal, tiene que enfrentar las dificultades que implica llegar a un nuevo entorno, luego de abandonar su lugar de residencia. Por esta razón, durante este gobierno, la población víctima del desplazamiento forzado tendrá una especial consideración del Estado durante todas las fases de atención.  

Como se estableció en el plan nacional de atención integral a la población desplazada por la violencia, Decreto 250 de 2005, la política pública estará guiada a partir de los siguientes enfoques:

i) De derecho: La política se constituye en un instrumento para la realización de los derechos de la población desplazada y buscará alcanzar el mayor grado de avance en su goce efectivo.

ii) Restitutivo: La política buscará que las personas vuelvan a gozar, al menos, de las condiciones y derechos en que se encontraban antes del desplazamiento. En esta medida, se buscará la consolidación de mecanismos de protección y restitución de bienes abandonados por la población desplazada y la articulación de las acciones con los programas de reparación que sean diseñados. 

iii) Humanitario: La atención a la población desplazada se brindará de manera solidaria en atención a las necesidades de riesgo o grado de vulnerabilidad de los afectados, con el fin de brindar soporte humanitario, trato respetuoso e imparcial, asegurando condiciones de dignidad e integridad física, psicológica y moral de la familia.

iv) Diferencial: La política reconocerá que la población desplazada requiere atención especial, dadas las necesidades específicas que se derivan de su situación temporal de desplazamiento. El desplazamiento afecta de manera diferente a los distintos grupos de población que se han visto obligados a huir de su lugar de origen. Igualmente, se identificarán las necesidades particulares de los desplazados, así como las especiales de los distintos grupos de la población desplazada. 

v) Territorial: Como parte del enfoque diferencial, la política reconocerá las particularidades de las zonas de expulsión y recepción de la población desplazada, sus capacidades y oportunidades, diferentes en cada región, para aplicar debidamente los principios de descentralización, concurrencia, complementariedad y subsidiariedad. 

La política buscará materializar el carácter integral que, desde su concepción en la ley 387 de 1997, se otorgó a la respuesta en materia de desplazamiento forzado. De esta manera, se pretende alcanzar la superación de esta problemática mediante intervenciones integrales que generen, en todas las fases, condiciones sociales y económicas para superar la vulnerabilidad derivada del desplazamiento, al igual que condiciones de seguridad y protección que propicien la sostenibilidad de las soluciones. Desde la fase de prevención, las políticas, planes, programas y proyectos estarán orientados a la superación del desplazamiento. 

El propósito principal de la política está orientado a que finalmente la población desplazada acceda en condiciones de igualdad a los diferentes programas que ofrece el Estado. En esta medida, los programas que dentro de la política social atiendan las necesidades de esta población, serán fortalecidos y ampliados con el propósito de vincular en ellos al mayor número de personas y hogares desplazados que sea posible. Si para atender las necesidades especiales de esta población se requiere flexibilizar o efectuar algún otro tipo de ajustes para atender las condiciones específicas, cada uno de estos programas evaluará el ajuste requerido y lo diseñará y efectuará.

Durante este cuatrienio, la política de atención al desplazamiento pasará de un enfoque asistencialista, a un enfoque orientado a atender integralmente la emergencia y a lograr la estabilización socioeconómica de la población desplazada; de una atención individual por entidad, a una coordinada y articulada por parte de las entidades que hacen parte del SNAIPD; de una acción enfocada en el individuo, a una orientada a la familia, en donde el desplazado no sea visto como un receptor de servicios, sino como un ciudadano participativo, integrado y empoderado de su propio proceso.

Gráfico 6

Plan Nacional de Desarrollo. Estado comunitario: desarrollo para todos  2006-2010

Política de atención a la población desplazada
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El propósito de la atención es el logro de soluciones duraderas que permitan la reintegración  socioeconómica de la población desplazada. Los recursos que se destinarán para este propósito en el período 2006-2010 serán de 1.974 millones de dólares. El incremento es notorio frente a los 914.1 millones de dólares asignados en el período 2002-2006 y supera por mucho lo asignado en los años 1995-2002, que en todo ese período alcanzó solamente los 28 millones de dólares (ver gráfico 19).
Gráfico 7

Inversión para la atención a población desplazada
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Los retos que deben enfrentarse pueden expresarse a nivel nacional y regional. A nivel nacional, quedan como retos:

· Definir la línea base de atención activa

· Consolidar el enfoque diferencial

· Aplicar un enfoque integral

· Lograr la Interoperabilidad del sistema de Información

· Implementar los indicadores de goce efectivo

· Integrar a la persona desplazada al Sistema de Protección Social

· Generar estrategias de control de incentivos perversos

A nivel regional :

· Lograr compromiso político

· Lograr el aumento de la participación.

· Incrementar los recursos.

· Lograr la coordinación para la aplicación de los Indicadores de Goce Efectivo de Derechos.

· Buscar el desarrollo y cumplimiento de los PIU.

7. La política de atención en el marco del sistema de protección social

Los actuales sistemas de protección social se han conformado bajo la premisa de que los riesgos no son una responsabilidad individual, sino que su manejo (prevención, mitigación y superación) depende de una acción colectiva, tanto de los individuos y las comunidades, como del mercado y el Estado. Por ello, la protección social puede ser definida como las acciones colectivas para proteger, neutralizar o reducir los impactos de los riesgos. Pero, ¿qué significa el riesgo? Se ha definido como la probabilidad de ocurrencia de un evento, con efectos potencialmente dañinos, que entrañaría un cambio negativo, no deseable, esperado o no, sobre el bienestar de individuos, familias y comunidades
. Las acciones que se desarrollan dentro del esquema de protección social, se basan en los siguientes principios
:

i) Equidad: direccionamiento hacia la población con mayores condiciones de vulnerabilidad.

ii) Corresponsabilidad: al tratarse de una acción colectiva, implica el compromiso de todos los actores.

iii) Integralidad: las acciones deben ser coordinadas entre los diferentes sectores responsables de la política social, sinergias para enfrentar la multidimensionalidad de la pobreza.

iv) Seguimiento: medición de impactos.

En países que sufren de una violencia generalizada, como Colombia, la intensificación de la violencia exacerba la pobreza y la vulnerabilidad, y por tanto impone mayores retos en el fortalecimiento de los sistemas de protección social. Para las víctimas de la violencia y, en este caso, para la población desplazada, al ser perseguida y desarraigada, es difícil insertarse en el mercado laboral de los lugares de recepción y acceder a los servicios sociales, pues debe enfrentar diversos tipos de exclusión y, por ende, resulta más proclive a la pobreza. 

Por tanto, la atención a víctimas del desplazamiento forzado debe estar ligada a la restitución de los derechos que han sido amenazados por el desplazamiento, pero al mismo tiempo, debe enfocarse hacia la consecución de soluciones duraderas que le permitan a la población desplazada el goce efectivo de sus derechos. Ello se ha incorporado en el nuevo esquema de atención, bajo la perspectiva de avanzar de un enfoque de derechos humanos (restitución de derechos) hacia un enfoque integral de derechos humanos ligado al desarrollo (articulación de programas dirigidos a erradicar las diferentes dimensiones de la pobreza y hacer posible su superación). Todo, con el fin de que la población desplazada ingrese en una red más amplia de protección.

Es por esto que, se busca enmarcar  el nuevo modelo de atención dentro de un concepto que en la literatura del desarrollo humano se conoce como “sistema de sustento”
 o livelihood, en inglés. Este concepto se ha desarrollado durante los últimos quince años y se define como los “mecanismos de control que un individuo, familia u otro grupo social tiene de un ingreso y/o serie de recursos que pueden ser usados o intercambiados para satisfacer necesidades. Esto puede abarcar la información, los conocimientos culturales, las redes sociales, los derechos legales, así como los recursos físicos, como la tierra y las herramientas”
. 

En el análisis del desarrollo del sistema de sustento de la población desplazada debe considerarse que unas familias son afectadas por el desplazamiento de manera más sensible, por lo cual se hace énfasis en el análisis diferencial por étnia y género.

 Conclusiones

· El desplazamiento no es un fenómeno nuevo en Colombia, sino que se ha desarrollado a lo largo de la historia y específicamente durante todo el siglo XX.
· El fenómeno del desplazamiento vivió una fase de intensificación entre los años 1999 y 2002; pero a partir de ese año, gracias a la Política de Seguridad Democrática, la expulsión de los hogares de sus territorios ha venido disminuyendo.
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· Los factores que han influido en el desplazamiento de hogares colombianos durante la última década obedecen a la intensificación de la actividad armada, la disputa por zonas estratégicas para el narcotráfico, los actos terroristas para contrarrestar las operaciones de erradicación de cultivos ilícitos y el surgimiento de bandas emergentes.

· A partir del año 2006 la política de atención a la población desplazada adoptó un enfoque más integral por el cual se realiza un seguimiento constante a la familia. Hay una mayor integración a sistemas de protección social manteniendo diferenciación positiva para personas en situación de desplazamiento y se adoptó un enfoque de goce efectivo de derechos.

· La política de atención a la población desplazada avanzó de un enfoque de derechos humanos (restitución de derechos) hacia un enfoque integral de derechos humanos ligado al desarrollo (articulación de programas dirigidos a erradicar las diferentes dimensiones de la pobreza y hacer posible su superación).

· El examen de este fenómeno por año de desplazamiento en cada uno de los universos de estudio analizados indica que los hogares que llevan un mayor tiempo de desplazamiento y, por lo tanto, con mayor tiempo de exposición a las ayudas del Estado, muestran niveles menores de pobreza extrema, que los desplazados más recientes. Lo cual refleja de una disminución de la indigencia en las personas en situación de desplazamiento en el país.
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Fuente: Acción Social, RUPD.


*  Esta cifra puede cambiar toda vez que las personas tienen 12 meses para acudir  a registrase en el RUPD








2.114.888 personas
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*  Estos datos iniciales incipientes corresponden a registros oficiales, pero no corresponde a la totalidad del       desplazamiento
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Corte: 31 diciembre 2007
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�.	En idioma portugués se utilizará la palabra “combinada”.


( Master en Administración Pública de la Universidad de Columbia en New York.  En su actual cargo realiza el direccionamiento estratégico y la ejecución de los programas sociales  en las áreas de lucha contra la pobreza, el desplazamiento, el desarrollo alternativo y de infraestructura y las víctimas de la violencia entre otros. Docente de la Universidad del Rosario en Gestión y Desarrollo Urbano y ha escrito varios artículos sobre esta temática.


� Colombia. Ley 387 de 1997 (julio 18): “Por la cual se adoptan medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, protección, consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia en la República de Colombia”. 





� Constitución Política - ART. 1º—“Colombia es un Estado social de derecho organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general”.


� Ver Corte Constitucional, Sentencia T-499 de 1995. 


� “(..) la imperatividad de las normas humanitarias y su integración en el bloque de constitucionalidad implica que el Estado Colombiano debe adaptar las normas de inferior jerarquía del orden jurídico interno a los contenidos del derecho internacional humanitario, con el fin de potenciar la realización material de tales valores(..)”Sentencia C - 225 de 1995, reiterada, entre otras en las sentencias  C-423 de 1995, C – 191 de 1998,  C –067 de 2003


� La Constitución Política, en sus artículos 9, 53 inciso 4º, 93, 94, 101 inciso 2º y 214 numeral 2º incorporó estos parámetros para la adopción de instrumentos internacionales en el orden interno.  


� ACNUR, Balance de la Política Pública para la Atención Integral al desplazamiento forzado en Colombia. Enero 2004 – Abril 2007.


� SUR, hoy denominado SIPOD, Sistema de Información de Población Desplazada.


� A lo largo de los cuatro años, el nivel de hogares desplazados registrados disminuyó en un 41%, pasando de 90.475 personas a 53.192


� Acción Social, RUPD. Esta cifra puede cambiar toda vez que las personas tienen 12 meses para acudir  a registrarse en el RUPD.


� Ver: Ulrich Beck, Robert Castel y Gosta Esping - Andersen.COMPLETAR REFERENCIA


� Ver: Ana Fonseca. Los sistemas de protección social en América Latina. Consultora PNUD.


� Ver: Perez de Armiño, Karlos. Acción Humanitaria y Cooperación para el Desarrollo, 1999.


� Ver: Blaikie, P., T. Cannon, I. Davis y Wisner, B. (1994), At Risk. Natural Hazards, People's Vulnerability and Disasters, Routledge, Londres y Nueva York. P.9.
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DESPLAZADOS

		

		DEPARTAMENTO EXPULSOR		TOTAL GENERAL (2000 - 2007)

		SAN ANDRÉS		0

		AMAZONAS		494

		GUAINÍA		1,541

		BOGOTÁ, D.C.		1,732

		VAUPÉS		2,076

		ATLÁNTICO		3,021

		QUINDIO		3,608

		VICHADA		4,715

		BOYACÁ		8,800

		RISARALDA		13,248

		CASANARE		19,076

		GUAVIARE		25,878

		SIN INFORMACION		27,678

		ARAUCA		29,087

		HUILA		30,888

		LA GUAJIRA		37,928

		CUNDINAMARCA		38,517

		SANTANDER		49,710

		CALDAS		53,061

		NARIÑO		54,144

		NORTE DE SANTANDER		70,880

		CÓRDOBA		71,140

		META		74,170

		CAUCA		75,115

		SUCRE		83,017

		VALLE DEL CAUCA		83,418

		CHOCÓ		85,859

		TOLIMA		94,204

		PUTUMAYO		96,062

		CAQUETÁ		104,808		857,895

		CESAR		114,462

		MAGDALENA		126,481

		BOLÍVAR		193,464		0.4296000625

		ANTIOQUIA		318,680

		TOTAL NACIONAL		1,996,962





CONTACTOS ARMADOS

		

		CONTACTOS ARMADOS POR INICIATIVA DE LA FUERZA PÚBLICA 2000- 2006

		DEPARTAMENTO		TOTAL GENERAL

		Total EXTERIOR		4

		Total AMAZONAS		5

		Total DISTRITO CAPITAL		14

		Total VAUPES		19

		Total ATLANTICO		22

		Total GUAINIA		26

		Total VICHADA		41

		Total QUINDIO		58

		Total CORDOBA		68

		Total GUAVIARE		110

		Total RISARALDA		125

		Total SUCRE		161

		Total CHOCO		189

		Total CALDAS		209

		Total GUAJIRA		215

		Total BOYACA		250

		Total HUILA		254

		Total VALLE		256

		Total MAGDALENA		271

		Total BOLIVAR		288

		Total NARIÑO		323

		Total PUTUMAYO		330

		Total CASANARE		341

		Total SANTANDER		357

		Total CUNDINAMARCA		381

		Total CESAR		391

		Total CAUCA		417

		Total NORTE SANTANDER		428

		Total ARAUCA		438

		Total TOLIMA		481

		Total CAQUETA		578

		Total META		937

		Total ANTIOQUIA		1,936		3,464

		TOTAL GENERAL		9,923		0.3490879774

		Fuente: Boletines diarios del Das

		Procesado: Observatorio del Programa Presidencial de DDHH y DIH, Vicepresidencia de la República





ACT.TERRORISMO

		ACTOS DE TERRORISMO COMETIDOS POR LOS GRUPOS ARMADOS AL MARGEN DE LA LEY 2000- 2006

		DEPARTAMENTO		TOTAL GENERAL

		Total GUAINIA		1

		Total SAN ANDRES Y PROVIDENCIA		1

		Total EXTERIOR		3

		Total VICHADA		6

		Total VAUPES		7

		Total CORDOBA		12

		Total GUAVIARE		27

		Total QUINDIO		43

		Total ATLANTICO		67

		Total CHOCO		69

		Total BOYACA		73

		Total GUAJIRA		93

		Total CALDAS		110

		Total CASANARE		117

		Total SUCRE		117

		Total MAGDALENA		123

		Total TOLIMA		128

		Total RISARALDA		133

		Total CUNDINAMARCA		140

		Total DISTRITO CAPITAL		162

		Total CESAR		167

		Total SANTANDER		174

		Total CAQUETA		180

		Total META		182

		Total HUILA		188

		Total BOLIVAR		191

		Total NARIÑO		202

		Total CAUCA		203

		Total PUTUMAYO		236

		Total NORTE SANTANDER		349

		Total VALLE		349

		Total ARAUCA		441

		Total ANTIOQUIA		754		1,415

		TOTAL GENERAL		5,048		0.2803090333





MINAS

		Departamento		Total

		AMAZONAS		2

		ATLANTICO		4

		GUAINIA		4

		VICHADA		13

		QUINDIO		19

		BOGOTA DC		27

		CORDOBA		44

		RISARALDA		46

		CHOCO		56

		LA GUAJIRA		60

		MAGDALENA		78

		VAUPES		86

		SUCRE		125

		CESAR		141

		CASANARE		144

		HUILA		151

		VALLE DEL CAUCA		155

		GUAVIARE		176

		BOYACA		216

		PUTUMAYO		239

		CALDAS		282

		NARIÑO		289

		TOLIMA		323

		SANTANDER		345

		CUNDINAMARCA		416

		NORTE DE SANTANDER		450

		CAUCA		454

		ARAUCA		473

		CAQUETA		724

		BOLIVAR		865

		META		1057

		ANTIOQUIA		1991		3799

		Total		9455		0.4017979905
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Concentración de las variables en los 5 principales departamentos expulsores



ILICITOS

		

				2000		2001		2002		2003		2004		2005

		AREA COCA Has ANTIOQUIA		2,425		3,171		3,030		4,273		5,168		6,414		24,480

		AREA COCA Has BOLIVAR		5,824		4,824		2,735		4,470		3,402		3,670		24,924

		AREA COCA Has CAQUETA		25,860		14,516		8,412		7,230		6,500		4,988		67,506

		AREA COCA Has CESAR		638		0		0		0		0		0		638

		AREA COCA Has MAGDALENA		207		480		644		484		706		213		2,735		120,282

		TOTAL NACIONAL		151,591		997,045		102,071		86,340		80,350		85,750		1,503,146		0.0800198976
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		ND		561,555		27.33%

		GRUPOS GUERRILLEROS		529,944		25.79%
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